
TERCERA PARTE 

Debates de la Constitución 
Inaugura sus sesiones el Congreso Constituyente. -Presenta perso­

nalmente el Primer Jefe su proyecto. -Respuesta del Presidente del Con­
greso. 

HEMOS visto, en las páginas anteriores, cómo se integró el Congreso y 
ya con el número suficiente de diputados inauguró sus sesiones la tarde del 
lo. de diciembre de 1916. El grupo era en calidad, bastante homogéneo 
desde el punto de vista ideológico. Las disenciones provocadas con motivo de 
la discusión de las credenciales, que originaron malestar y despertaron suspi 
cacias desagradables, fue obra exclusiva del licenciado Jesús Acuña, Secre­
tario de Gobernación. Sin el enVÍo de Martínez de Escobar y Ezquerro, co 
misionados especialmente para provocar la división entre los diputados, no 
habría habido entre ellos más diferencia que la natural polémica en cuan­
to al alcance de los preceptos legislativos que estaban por dictarse. 

Desgraciadamente, al inaugurar sus sesiones el Congreso, ya existía 
el malestar creado por la discusión de credenciales; pero, en cambio, a la ho­
ra del trabajo fecundo, todos se pusieron a la obra. Observaremos el hecho 
de que cierto grupo de la Cámara, incluyendo a casi todos los exrenovado­
res que formaban parte de ella, no fue partidario de extremismos anticleri­
cales y de obsecaciones contra la religión; pero, en cambio, ellos llevaron a la 
Carta Magna las grandes novedades que ofreceria la Constitución: el capí­
tulo de "Trabajo y PreVÍsión Social" y los fundamentales 27 y 28. La Cons­
titución mexicana había de adelantarse a todas las del mundo creando "ga­
rantías sociales", pues hasta esa fecha, ninguna constitución de ningún país 
tenía protegidas las garantías sociales. Fue hasta después de la Guerra Eu­
ropea -al reorganizarse los países en la postguerra- que algunas constitu­
ciones incluyeron las novedades de la nuestra. Desde la XXVI Legislatura 
los renovadores habían iniciado muchas de estas reformas, las que no tUVÍe­
ron el curso debido por la disolución del Congreso y la caída de Madero. En 
Veracruz, al crearse la Sección de Legislación Social de la Secretaria de Ins­
trucción Pública y Bellas Artes, se formularon varios proyectos de refor­
mas, cuyo decreto se aplazó, al idearse la conveniencia de convocar al nuevo 
Congreso Constituyente. El que había de ser artículo 123 de la Constitución, 
no es otra cosa que el proyecto de Ley del Trabajo que estudiamos en Ve­
racruz y al que se le dió lectura en un consejo de Secretarios de Estado en 
aquel puerto. Es cierto que el C. Primer Jefe no incluyó un articulado 
completo de estos artículos en su proyecto; pero eso se debió a su personal 
propósito de que la Constitución fuera meramente l'receptiva. Los Consti-
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tuyentes, con mucho acierto, quisieron qu~ tanto el artículo 123 como el 27 
fuesen detallados y amplios. La visión de los Constituyentes a este respec­
to fue previsora, pues 15 años tardó en reglamentarse el artículo 123, y las 
garantías que ellos quisieron dar a los obreros, se habrían retardado todo ese 
tiempo si los preceptos de la Constitución no hubiesen sido suficientemente 
explícitos. Así pues, si acaso hubo derechas e izquierdas en el Constituyen­
te de Querétaro, de ninguna manera estas designaciones pueden relacionar­
se con el progreso social, pues, en este caso, fueron los renovadores la más 
avanzada izquierda del Congreso. Los espectaculares debates del artículo 30., 
sobre libertad de enseñanza, y del 129, después 130 sobre materia religiosa, 
que dió la apariencia de "avanzados" a algunos representantes, no fue, en 
realidad, sino anticlericalismo, que durante los debates recibió el nombre ca­
prichoso de "jacobinismo". Los "jacobinos" eran hombres sinceros, habían 
crecido en ambiente de fanatismo religioso, venían de Estados dominados to­
talmente por el clero y alentaban un espíritu de protesta y de intransigen­
cia muy explicables. Sus opositores en estos puntos, más serenos, y de más 
fuerte disciplina científica, deseaban que la Constitución fuese aplicable en 
su totalidad y estuviese, por lo tanto, lo más cerca posible de las realidades. 
Fuera de estos debates, en todos los otros, los diputados exrenovadores sos­
tuvieron el más avanzado criterio social y prestaron sus luces para que la 
Constitución de 1917 fuese el verdadero amparo de los proletarios mexica­
nos y de la misma nacionalidad. 

Ello. de diciembre de 1916 a las cuatro y media de la tarde se pre· 
sentó el C. Primer Jefe en el Congreso, sentado a la derecha del C. Presi­
dente de esta asamblea, leyó el mensaje que insertamos a continuación. Cr.­
mo se verá en ese documento, histórico por mil motivos, el señor Carranza 
sustentaba el más liberal programa y solicitaba, de buena fe, la cooperación 
de los constituyentes para consolidar las reformas sociales, cuyas conquistas 
habían costado tanta sangre al pueblo mexicano. El C. don Venustiano Ca­
rranza se expres6así: 

ENTREGA EL PRIMER JEFE SU PROYECTO nE CONSTITUCION. 

Ciudadanos diputados: 

Una de las más grandes satisfacciones que he tenido hasta hoy, desde 
que comenzó la lucha que, en mi calidad de gobernador constitucional del 
Estado de Coahuila, inicié contra la usurpación del gobierno de la Repúbli­
ca, es la que experimento en estos momentos, en que vengo a poner en vues­
tras manos, en cumplimiento de una de las promesas que en nombre de la re­
volución hice en la heroica ciudad de Veracruz al pueblo mexicano: el pro­
yecto de Constitución reformada, proyecto en el que están contenidas todas 
las reformas políticas que la experiencia de varios años, y una observación 
atenta y detenida, me han sugerido como indispensables para cimentar, so­
bre las bases sólidas, las intituciones, al amparo de la que deba y pueda la 
nación laborar últimamente por su prosperidad, encauzando su marcha ha-
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cia el progreso por la senda de la libertad y del derecho, porque si el dere­
cho es el que regulariza la función de todos los elementos sociales, fijando 
a cada uno su esfera de acción, ésta no puede ser en manera alguna prove­
chosa, si en el campo que debe ejercitarse y desarroliarse, no tiene la espon­
taneidad y la seguridad, sin las que carecerían del elemento que, coordinan­
do las aspiraciones y las eseranzas de todos los miembros de la sociedad, los 
lieva a buscar en el bien de todos la prosperidad de cada uno, estableciendo 
y realizando el gran principio de la solidaridad, sobre el que deben descan­
sar todas las instituciones que tienden a buscar y realizar el perfecciona­
miento humano. 

La Constitución Política de 1857, que nuestros padres nos dejaron co­
mo legado precioso, a la sombra de la cual se ha consolidado la nacionali­
dad mexicana; que entró en el alma popular con la guerra de Reforma, en 
la que se alcanzaron grandes conquistas, y que fué la bandera que el pue­
blo llevó a los campos de batalia en la guerra contra la Intervención, lieva 
indiscutiblemente, en sus preceptos, la consagración de los más altos prin­
cipios, reconocidos al fulgor del incendio que produjo la revolución más 
grande que presenció el mundo en las postrimerías del siglo XVIII, sancio­
nados por la práctica constante y pacífica que de elios se ha hecho por dos 
de los pueblos más grandes y más poderosos de la tierra: Inglaterra y 108 

Estados Unidos. 
Mas, desgraciadamente, los legisladores de 1857 se conformaron con 

la proclamación de principios generales que no procuraron lievar a la prác­
tica, acomodándolos a las necesidades del pueblo mexicano para darles pron­
ta y cumplida satisfacción; de manera que nuestro código político tiene en 
general el aspecto de fórmulas abstractas en que se han condensado conclu­
siones científicas de gran valor especulativo, pero de las que no ha podido 
derivarse sino poca o ninguna utilidad positiva. 

En efecto, los derechos individuales que la Constitución de 1857 de­
clara que son la base de las instituciones sociales, han sido conculcados de 
una manera casi constante por los diversos gobiernos que desde la promul­
gación de aquélia se han sucedido en la República; las leyes orgánicas del 
juicio de amparo ideado para protegerlos, lejos de liegar a un resultado 
pronto y seguro, no hicieron otra cosa que embroliar la marcha de la justi­
cia, haciéndose casi imposible la acción de los tribunales, no sólo de los fede­
rales, que siempre se vieron ahogados por el sinnúmero de expedientes si­
no también de los comunes, cuya marcha quedó obstruída por virtud de los 
autos de suspensión que sin tasa rii medida se dictaban. 

Pero hay más todavía. El recurso de amparo, establecido con un alto 
fin social, pronto se desnaturalizó, hasta quedar, primero, convertido en 
arma política; y, después, en medio apropiado para acabar con la soberanía 
de los estados; pues de hecho quedaron sujetos de la revisión de la Suprema 
Corte hasta los actos más insignificantes de las autoridades de aquélios; y 
como ese alto tribunal, por la forma en que se designaban sus miembros, 
estaba completamente a disposición del jefe del Poder Ejecutivo, se liegó a 
llalpar que la declaración de los derechos del hombre al frente de la Cona-
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titución Federal de 1857, no había tenido la importancia práctica que de ella 
se esperaba. En tal virtud, la primera de las bases sobre que descansa to­
da la estructura de las instituciones sociales, fue ineficaz para dar solidez 
a éstas y adaptarlas a su objeto, que fue relacionar en forma práctica y ex­
pedita al individuo con el estado y a éste con aquél, señalando sus respecti­
vos límites dentro de los que debe desarrollarse su actividad, sin trabas de 
ninguna especie, y fuera de las que se hace perturbadora y anárquica si 
viene de parte del individuo, o despótica y opresiva si viene de parte de la 
autoridad. Mas el principio de que se acaba de hacer mérito, a pesar de es­
tar expresa y categóricamente formulado, no ha tenido, en realidad, valor 
práctico alguno, no obstante que en el terreno del derecho constitucional es 
de una verdad indiscutible. Lo mismo ha pasado exactamente con los otros 
principios fundamentales que informan la misma Constitución de 1857, los 
que no han pasado, hasta ahora, de ser una bella esperanza, cuya realización 
se ha burlado de una manera constante. 

y en efecto, la soberanía nacional, que reside en el pueblo, no expresa 
ni ha significado en México una realidad, sino en poquísimas ocasiones, pues 
si no siempre, sí casi de una manera rara vez interrumpida, el poder pú­
blico se ha ejercido, no por el mandato libremente conferido por la voluntad 
de la nación, manifestada en la forma que la ley señala, sino por imposicio­
nes de los que han tenido en sus manos la fuerza pública para investirse a 
sí mismos o investir a personas designadas por ellos, con el carácter de re­
presentantes del pueblo. 

Tampoco ha tenido cumplimiento y, por lo tanto, valor positivo apre­
ciable, el otro principio fundamental claramente establecido por la Constitu­
ción de 1857, relativo a la división del ejercicio del poder público, pues tal 
división sólo ha estado, por regla general, escrita en la ley, en abierta opo­
sición con la realidad, en la que, de hecho, todos los poderes han estado ejer­
cidos por una sola persona habiéndose llegado hasta el grado de manifestar, 
por una serie de hechos constantemente repetidos, el desprecio a la ley su­
prema, dándose sin el menor obstáculo al jefe del Poder Ejecutivo la facul­
tad de legislar sobre toda clase de asuntos, habiéndose reducido a ésto la 
función del poder Legislativo, el que de hecho quedó reducido a delegar fa­
cultades y aprobar después lo ejecutado por virtud de ellas, sin que haya lle­
gado a presentarse el caso, ya no de que reprobase, sino al menos de que hi­
ciese observación alguna. 

Igualmente ha sido hasta hoy una promesa vana el precepto que con­
sagra la federación de los estados que forman la República Mexicana, esta­
bleciendo que ellos deben de ser libres y soberanos en cuanto a su régimen 
interior, ya que la historia del país demuestra que, por regla general y salvo 
raras ocasiones, esa soberanía no ha sido más que nominal, porque ha sido 
el poder central el que siempre ha impuesto su voluntad, limitándose las 
autoridades de cada Estado a ser los instrumentos ejecutores de las órdenes 
emanadas de aquél. Finalmente, ha sido también vana la promesa de la 
Constitución de 1857, relativa a asegurar a los Estados la forma republicana, 
representativa y popular, pues a la sombra de este principio, que también es 
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fundamental en el sistema de gobierno federal adoptado para la nación en­
tera, los poderes del centro se han ingerido en la administración interior de 
un estado cuando sus gobernantes no han sido dóciles a las órdenes de aqué­
llos, o sólo se ha dejado que en cada entidad federativa se entronice un ver­
dadero cacicazgo, que no otra cosa ha sido, casi invariablemente, la llama­
da administración de los gobernadores que ha visto la nación desfilar en 
aquéllas. 

La historia del país que vosotros habéis vivido en buena parte en es­
tos últimos años, me prestaria abundantísimos datos para comprobar am­
pliamente las aseveraciones que dejo apuntadas; pero aparte de que vos­
otros, estoy seguro, no las pondréis en duda, porque no hay mexicano que 
no conozca todos los escándalos causados por las violaciones flagrantes a 
la Constitución de 1857, esto demandaria exposiciones prolijas del todo aje­
nas al carácter de una reseña breve y sumaria, de los rasgos principales de 
la iniciativa, que me honro hoy en poner en vuestras manos, para que la es­
tudiéis con todo el detenimiento y con todo el celo que de vosotros espera 
la nación, como el remedio a las necesidades y miserias de tantos años. En 
la parte expositiva del decreto de 14 de septiembre del corriente año, en el 
que se modificaron algunos artículos de las adiciones al Plan de Guadalupe, 
expedidas en la heroica Veracruz el 12 de diciembre de 1914, expresamen­
te ofreció el gobierno de mi cargo que en las reformas a la Constitución de 
1857, que iniciaria ante este Congreso, se conservaría intacto el espíritu li­
beral de aquélla y la forma de gobierno en ella establecida; que dichas re­
formas sólo se Jreducirían a quitarle lo que la hace inaplicable, a suplir sus 
deficiencias, a disipar la obscuridad de algunos de sus preceptos, y a limpiar­
la de todas las reformas qll'e no hayan sido inspiradas más que en la idea 
de poderse servir de ella para entronizar la dictadura. 

N o podré deciros que el proyecto que os presento sea una obra per­
fecta, ya que ninguna que sea hija de la inteligencia humana puede aspirar a 
tanto; pero creedme, señores diputados, que las reformas que propongo son 
hijas de una convicción sincera, son el fruto de mi personal experiencia y la 
expresión de mis deseos hondos y vehementes porque el pueblo mexicano al· 
canee el goce de todas las libertades, la ilustración y progreso que le den lus­
tre y respeto en el extranjero, y paz y bienestar en todos los asuntos do­
mésticos. 

Voy, señores diputados, a haceros una síntesis de las reformas a que 
me he referido, para daros una idea clara de los principios que me han ser­
vido de guía, pues así podréis apreciar si he logrado el objeto que me he pro­
puesto, y qué es lo que os queda por hacer para llenar debidamente vuestro 
cometido. 

Siendo el objeto de todo gobierno el amparo y protección del indivi­
duo, o sea de las diversas unidades de que se compone el agregado social, 
es incuestionable que el primer requisito que debe llenar la Constitución Po­
lítica tiene que ser la protección otorgada con cuanta precisión y claridad 

www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



148 HISTORIA DI!} LA CON'STITUClON DE 1917. 

sea dable, a la libertad humana, en todas las manifestaciones que de ella de­
rivan de una manera directa y necesaria, como constitutivas de la persona­
lidad del hombre. 

La Constitución de un pueblo no debe procurar, si es que ha de tener 
vitalidad que le asegure larga duració n, poner límites artificiales entre el 
Estado y el individuo, como si se tratara de aumentar el campo a la libre ac­
ción de uno y restringir la del otro, de modo que lo que se le da a uno sea 
la condición de la protección de lo que se reserva el otro; sino que debe bus­
car que la autoridad que el pueblo concede a sus representantes, dado que a 
él no le es posible ejercerla directamente, no pueda convertirse en contra de 
la sociedad que la establece, cuyos derechos deben quedar fuera de su alcan­
ce, supuesto que ni por un momento hay que perder de vista que el gobier­
no tiene que ser forzosa y necesariamente el medio de realizar todas las 
condiciones sin las cuales el derecho no puede existir y desarrollarse. 

Partiendo de este concepto, que es el primordial, como que es el que 
tiene que figurar en primer término marcando el fin y objeto de la institu­
ción del gobierno, se dará a las instituciones sociales su verdadero valor, se 
orientará convenientemente la acción de los poderes públicos y se termina­
rán hábitos y costumbres sociales y políticas, es decir, procedimientos de 
gobierno que hasta hay no han podido fundamentarse debido a que si el pue­
blo mexicano no tiene la creencia en un pacto social en que repose toda la or­
ganización política ni en el origen divino de un monarca, señor de vidas y 
haciendas, sí comprende muy bien que las instituciones que tiene, si bien 
proclaman altos principios, no se amoldan a su manera de sentir y de pen­
sar y que lejos de satisfacer necesidades, protegiendo el pleno uso de la li­
bertad, carecen por completo de vida, dominados como han estado por un 
despotismo militar enervante, y por explotaciones inicuas, que han arrojado 
a las clases más numerosas a la desesperación y a la ruina. 

Ya antes dije que el deber primordial del gobierno es facilitar las 
condiciones necesarias para la organización del derecho, o, lo que es lo mis­
mo, cuidar de que se mantengan intactas todas las manifestaciones de liber­
tad individual, para que desarrollándose el elemento social, pueda, a la vez 
que conseguirse la coexistencia pacífica de todas las actividades, realizarse la 
unidad de esfuerzos y tendencias en orden a la prosecución del fin común: 
la felicidad de todos los asociados. 

Por esta razón, lo primero que debe hacer la Constitución política de 
un pueblo, es garantizar, de la manera más amplia y completa posible, la li­
bertad humana, para evitar que el gobierno, a pretexto del orden o de la 
paz, motivos que siempre alegan los tiranos para justificar sus atentados, 
tengan alguna vez que limitar el derecho y no respetar su uso íntegro, atri­
buyéndose la facultad exclusiva de dirigir la iniciativa individual y la acti­
vidad social, esclavizando al hombre y a la sociedad bajo su voluntad omni­
potente. 

La Constitución de 1857 hizo, según antes he expresado, la declara­
ción de que los derechos del hombre son la base y objeto de todas las institu­
ciones sociales; pero con pocas excepciones, no otorgó a esos derechos las 
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garantías debidas, lo que tampoco hicieron las leyes secundarias, que no lle 
garon a castigar severamente la violación de aquéllas, porque sólo fijaron 
penas nugatorias, por insignificantes, que casi nunca se hicieron efectivas. 
De manera que sin temor de incurrir en exageración, puede decirse que a pe­
sar de la Constitución mencionada, la libertad individual quedó por completo 
a merced de los gobernantes. 

El número de atentados contra la libertad y sus diversas manifesta­
ciones, durante el período en que la Constitución de 1857 ha estado en vigor, 
es sorprendente; todos los días ha habido quejas contra los abusos y exce­
sos de la autoridad, de uno a otro extremo de la República; y sin embargo 
de la generalidad del mal y de los trastornos qu constantemente ocasiona ha, 
la autoridad judicial de la federación no hizo esfuerzos para reprimirlo, ni 
mucho menos para castigarlo. 

La imaginación no puede figurarse el sinnúmero de amparos por con­
signación al servicio de las armas, ni contra las arbitrariedades de los jefes 
políticos, que fueron, más que los encargados de mantener el orden, los ver­
dugos del individuo y de la sociedad; y de seguro que causaría, ya no sor­
presa, sino asombro, aun a los espíritus más despreocupados y más insensi­
bles a las desdichas humanas, si en estos momentos pudieran contarse todos 
los atentados que la autoridad judicial federal no quiso o no pudo reprimir. 

La simple declaración de derechos, bastante en un pueblo de cultura 
elevada, en que la sola proclamación de un principio fundamental de orden 
social y político, es suficiente para imponer respeto, resulta un valladar ilu­
sorio donde, por una larga tradición y por usos y costumbres inveterados, la 
autoridad ha estado investida de facultades omnímodas, donde se ha atribuí­
do poderes para todo y donde el pueblo no tiene otra cosa que hacer más que 
callar y obedecer. 

A corregir ese mal tienden las diversas reformas que el gobierno de 
mi cargo propone, respecto a la sección primera del título primero de la 
Constitución de 1857, y abrigo la esperanza de que con ellas y con los cas­
tigos severos que el código penal imponga a la conculcación de las garantías 
individuales, se conseguirá que los agentes del poder público sean lo que de­
ben ser: instrumentos de seguridad social, en vez de ser lo que han sido, los 
opresores de los pueblos que han tenido la desgracia de caer en sus manos. 

Prolijo sería enumerar una por una todas las reformas que sobre 
este particular se proponen en el proyecto que traigo a vuestro conocimien­
to; pero séame permitido hablar de algunas, para llamar de una manera es­
pecial vuestra atención sobre la importancia que revisten. 

El artículo 14 de la Constitución de 1857, que en concepto de los cons­
tituyentes, según el texto de aquél y el tenor de las discusiones a que di6 lu­
gar, no se refirió más que a los juicios del orden penal, después de muchas 
vacilaciones y de resoluciones encontradas de la Suprema Corte, vino defi­
nitivamente a extenderse a los juicios civiles, lo que dió por resultado, se­
gún antes expresé, que la autoridad judicial de la federación se convirtie­
se en revisora de todos los actos de las autoridades judiciales de los esta­
dos; que el poder central, por la sujeción en que tuvo siempre a la corte, 
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pudiera ingerirse en la acción de los tribunales comunes, ya con motivo de 
un interés político, ya para favorecer los intereses de algún amigo o prote­
gido, y que debido al abuso del amparo, se recargasen las labores de la auto­
ridad judicial federal y se entorpeciese la marcba de los juicios del orden 
común. 

Sin embargo de esto, hay que reconocer que en el fondo de la tenden­
cia a dar al artículo 14 una extensión indebida, estaba la necesidad ingente 
de reducir a la autoridad judicial de los estados a sus justos límites, pues 
bien pro'lto se palpó que convertido los jueces en instrumentos ciegos de los 
gobernadores, que descaramente se inmiscuían en asuntos que estaban por 
completo fuera del alcance de sus atribuciones, se hacía preciso tener un re­
curso, acudiendo a la autoridad judicial federal para reprimir tantos exce­
sos. 

Así se desprende de la reforma que se le hizo, en 12 de diciembre de 
1908, al artículo 102 de la Constitución de 1857, reforma que, por lo demás, 
estuvo muy lejos de alcanzar el objeto que se proponía, toda vez que no hizo 
otra cosa que complicar más el mecanismo del juicio de amparo, ya de por sí 
intrincado y lento, y que la suprema corte procuró abrir tantas brechas a la 
expresada reforma que en poco tiempo la dejó enteramente inútil. 

El pueblo mexicano está ya tan acostumbrado al amparo en los jui­
cios civiles, para librarse de las arbitrariedades de los jueces, que el gobier­
no de mi cargo ha creído que seria no sólo injusto, sino impolítico, privarlo 
ahora de tal recurso, estimando que bastará limitarlo únicamente a los ca­
sos de verdadera y positiva necesidad, dándole un procedimiento fácil y ex­
pedito para que sea efectivo, como se servirá ver la Cámara ~n las bases que 
se proponen para su reglamentación 

El artículo 20 de la Constitución de 1857 señala las garantías que todo 
acusado debe tener en un juicio criminal; pero en la práctica esas garan­
tias han sido enteramente ineficaces, toda vez que, sin violarlas literalmen­
te, al lado de ellas se han seguido prácticas verdaderamente inquisitoriales, 
que dejan por regla general a los acusados sujetos a la acción arbitraria y 
despótica de los jueces y aun de los mismos agentes o escribientes suyos. 

Conocida son de ustedes, señores diputados, y de todo el pueblo mexi­
cano, las incomunicaciones rigurosas, prolongadas en muchas ocasiones por 
meses enteros, unas veces para castigar a presuntos reos políticos, otras pa­
ra amedrentar a los infelices sujetos a la acción de los tribunales del crimen 
y obligarlos a hacer confesiones forzadas, casi siempre falsas, que sólo obe­
decían al deseo de librarse de la estancia en calabozosos inmundos, en que es­
taban seriamente amenazadas su salud y su vida. 

El procedimiento criminal en México ha sido hasta hoy, con ligerisi­
mas variantes, exactamente el mismo que dejó implantado la dominación 
española, sin que se haya llegado a templar en lo más mínimo su dureza, 
pues esa parte de la legislación mexicana ha quedado enteramente atrasada, 
sin que nadie se haya preocupado en mejorarla. Diligencia secretas y proce­
dimientos ocultos de que el reo no debía tener conocimiento, como si no se 
tratase en ellos de su libertad o de su vida; restricciones del derecho de de-
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fensa, impidiendo al mismo reo y a su defensor asistir a la recepclOn de 
pruebas en su contra, como si se tratase de actos indiferentes que de nin­
guna manera podrían afectarlo, y por último, dejar la suerte de los reos ca­
si siempre entregada a las maquinaciones fraudulentas y dolosas de los es­
cribientes, que por pasión o por vil interés alteraban sus propias declaracio­
nes, las que los testigos que deponían en su contra, y aun las de los que se 
presentaban a declarar en su favor. 

La ley concede al acusado la facultad de obtener su libertad bajo 
fianza durante el curso de su proceso; pero tal facultad quedó siempre su­
jeta al arbitrio caprichoso de los jueces, quienes podían negar la gracia con 
sólo decir que tenían temor de que el acusado se fugase y se substrajera a 
la acción de la justicia. 

Finalmente, hasta hoy no se ha expedido ninguna ley que fije, de una 
manera clara y precisa, la duración máxima de los juicios penales, lo que ha 
autorizado a los jueces penales para detener a los acusados por tiempo ma­
yor del que fija la ley al delito de que se trata, resultando así prisiones in­
justificadas y enteramente arbitrarias. 

A remediar todos esos males tienden las reformas del citado articu 
lo 20. 

El artículo 21 de la Constitución de 1857 dió a la autoridad adminis­
trativa la facultad de imponer como correocción hasta quinientos pesos de 
multa o hasta un mes de reclusión en los casos y modo que expresamente 
determine la ley, reservando a la autoddad judicial la aplicación exclusiva 
de las penas propiamente tales. 

Este precepto abrió una anchísima puerta al abuso, pues la autoridad 
administrativa se consideró siempre en posibilidad de imponer sucesivamen­
te y a su voluntad, por cualquiera falta imaginaria, un mes de reclusión, 
mes que no terminaba en mucho tiempo. 

La reforma que sobre este particular se propone, a la vez que confir­
ma a los jueces la facultad exclusiva de imponer penas, sólo concede a la 
autoridad administrativa castigar la infracción de los reglamentos de po­
licía, que por regla general sólo da lugar a penas pecuniarias y no a reclu­
sión, la que únicamente se impone cuando el infractor no puede pagar la 
multa. 

Pero la reforma no se detiene allí, sino que propone una innovación 
que de seguro revolucionará completamente el sistema procesal que durante 
tánto tiempo ha regido en el país. no obstante todas sus imperfecciones y 
deficiencias. 

Las leyes vigentes, tanto en el orden federal como en el común, han 
~doptado la institución del minísterin público, pero tal adopción ha sido no­
minal, porque la función asignada a los representantes de aquél, tiene ca­
rácter meramente decorativo para la recta y pronta adminístración de jus­
ticia. 

L08 jueces mexicanos han sido, durante el período corrido desde la 
consumación de la independencia hasta hoy, iguales a 108 jueces de la épo­
ca colonial: ellos son los encargados de averiguar los delitos y buscar las 
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pruebas, a cuyo efecto siempre se han considerado autorizados a empren­
der verdaderos asaltos contra los reos, para obligarlos a confesar, lo que sin 
duda alguna desnaturaliza las funciones de la judicatura. 

La sociedad entera recuerda horrorizada los atentados cometidos por 
jueces que, ansiosos de renombre, veían con positiva fruición que llegase a 
sus manos un proceso que les permitiera desplegar un sistema completo de 
opresión, en muchos casos contra personas inocentes, y en otros contra la 
tranquilidad y el honor de las familias, no respetando, en sus inquisiciones, 
ni las barreras mismas que terminantemente establecia la ley. 

La misma organización del ministerio público, a la vez que evitará 
ese sistema procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda la dignidad 
y toda la respetabilidad de la magistratura, dará al ministerio público to­
da la importancia que le corresponde, dejando exclusivamente a su cargo la 
persecución de los delitos, la busca de los elementos de convicción, que ya 
no se hará por procedimientos atentatorios y reprobados, y la aprehensión 
de los delincuentes. 

Por otra parte, el ministerio público, con la policía judicial represiva 
a su disposición, quitará a los presidentes municipales y a la policía común 
la posibilidad que hasta hoy ha tenido de aprehender a cuantas personas 
juzgan sospechosas, sin más méritos que su criterio particular. 

Con la institución del ministerio público, tal como se propone, la liber­
tad individual quedará asegurada; porque según el artículo 16, nadie podrá 
ser detenido sino por orden de la autoridad judicial. la que no podrá expe­
dirla sino en los términos y con los requisitos que el mismo artículo exige. 

El articulo 27 de la Constitución de 1857 faculta para ocupar la pro­
piedad de las personas sin el consentimiento de ellas y previa indemnización, 
cuando así lo exija la utilidad pública. Esta facultad es, a juicio del gobier­
no de mi cargo, suficiente para adquirir tierras y repartirlas en la forma 
que se estime conveniente entre el pueblo que quiera dedicarse a los traba­
jos agricolas, fundando así la pequeña propiedad, que dehe fomentarse a 
medida que las públicas necesidades lo exijan. 

La única reforma que con motivo de este artículo se propone, es que 
la declaración de utilidad sea hecha por la autoridad administrativa corres­
pondiente, quedando sólo a la autoridad judicial la facultad de intervenir pa-
ra fijar el justo valor de la cosa de cuya expropiación se trata. ~ 

El artículo en cuestión, además de dejar en vigor la prohibición de 
las Leyes de Reforma sobre la capacidad de las corporaciones civiles y ecle­
siásticas para adquirir bienes raíces, establece también la incapacidad en las 
sociedades anónimas, civiles y comerciales, para poseer y administrar bienes 
raíces, exceptuando de esa incapacidad a las instituciones de beneficencia pú­
blica y privada, únicamente por lo que hace a los bienes raíces estrictamente 
indispensables y que se destinen de una manera inmediata y directa al obje­
to de dichas instituciones, facultándolas para que puedan tener sobre los 
mismos bienes raíces capitales impuestos e intereses, 108 que no serán mayo­
res, en ningún caso, del que se fije como legal y por un término que no ex­
ceda de diez años. 
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La necesidad de esta reforma se impone por sí sola, pues nadie ign\)­
ra que el clero, incapacitado para adquirir bienes raíces, ha burlado la pro­
hibición de la ley, cubriéndose de sociedades anónimas; y como por otra par­
te, estas sociedades han emprendido en la República la empresa de adquirir 
grandes extensiones de tierra, se hace necesario poner a este mal un correc­
tivo pronto y eficaz, porque, de lo contrario, no tardaría el territorio nacio­
nal en ir a parar, de hecho o de una manera ficticia, en manos de extran­
jeros. 

En otra parte se os consulta la necesidad de que todo extranjero, al 
adquirir bienes raíces en el país, renuncie expresamente a su nacionalidad, 
Con relación a dichos bienes, sometiéndose €U cuanto a ellos, de Una manera 
completa y absoluta, a las leyes mexicanas, cosa que no sería fácil de con­
seguir respecto de las sociedades, las que, por otra parte, constituyen, como 
se acaba de indicar, una amenaza seria de monopolización de la propiedad 
territorial de la República. 

Finalmente, el artículo en cuestión establece la prohibición expresa de 
que las instituciones de beneficencia privada puedan estar a cargo de corpo­
raciones religiosas y de los ministros de los cultos, pues de lo contrario, se 
abriría nuevamente la puerta al abuso. 

Con estas reformas al artículo 27, con la que se consulta para el ar­
tículo 28 a fin de combatir eficazmente los monopolios y asegurar en todos 
los ramos de la actividad humana la libre concurrencia, la que es indispen­
sable para asegurar la vida y el desarrollo de los pueblos, y con la facul­
tad que en la reforma de la fracción 20 del artículo 72 se confiere al poder 
legislativo federal, para expedir leyes sobre el trabajo, en las que se im­
plantarán todas las instituciones del progreso social en favor de la clase 
obrera y de todos los trabajadores; con la limitación del número de horas de 
trabajo, de manera que el operario no agote sus energías y sí tenga tiem­
po para el descanso y el solaz y para atender al cultivo de su espíritu, para 
que pueda frecuentar el trato de sus vecinos; el que engendra simpatías y de­
termina hábitos de cooperación para el logro de la obra común; con las res­
ponsabilidades de los empresarios para los casos de accidentes; con los se­
guros para los casos de enfermedad y de vejez; con la fijación del salario 
mínimo bastante para subvenid a las necesidades primordiales del individuo 
y de la familia y para mejorar su situación; con la ley del divorcio que ha 
sido entusiastamente recibida por las diversas clases sociales como medio de 
fundar la familia sobre los vínculos del amor y no sobre las bases frágiles del 
interés y de la conveniencia del dinero; con las leyes que pronto se expedi .. 
rán para establecer la familia sobre bases más racionales y más justas, que 
eleven a los consortes a la alta misión que la sociedad y la naturaleza po­
nen a su cargo, de propagar la especie y fundar la familia; con todas estas re­
formas, repito, espera fundadamente el gobierno de mi cargo que las insti­
tuciones políticas del país responderán satisfactoriamente a las necesidades 
sociales, y que esto, unido a que las garantías protectoras de la libertad indi 
vidual serán un hecho efectivo y no meras promesas irrealizables, y que 13 
división entre las diversas ramas del poder público tendrá realización inme-

www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



,6< HISTORIA DE LA OONSTITUCION DE 1917. 

diata, fundará la democracia mexicana, o sea el gobierno del pueblo de Mé­
xico por la cooperación espontánea, eficaz y consciente de todos los indivi­
duo~ que la forman, los que buscarán su bienestar en el reinado de la ley y 
en el imperio de la justicia, consiguiendo que ésta sea igua~ para todos los 
hombres, que defienda todos los intereses legítimos y que ampare a todas 
las aspiraciones nobles. 

En la reforma al artículo 30 de la Constitución de 1857, se ha creído 
necesario definir, con toda precisión y claridad, quiénes son los mexicanos 
por nacimiento y quienes tienen esa calidad por naturalización, para dar tér­
mino a la larga disputa que en épocas no remotas se estuvo sosteniendo 
sobre si el hijo de un extranjero nacido en el país, que al llegar a la mayor 
edad opta por la ciudadanía mexicana, debía de tenerse o no como ciuda­
dano mexicano. 

Al proyectar la reforma de los artículos 35 y 36 de la Constitución 
de 1857, se presentó la antigua y muy debatida cuestión de si debe conce­
derse el voto activo a todos los ciudadanos sin excepción alguna, o si, por 
el contrario, hay que otorgarlo solamente a los que están en aptitud de dar­
lo de una manera eficaz, ya por su ilustración o bien por su situación eco­
nómica, que les dé un interés mayor en la gestión de la cosa pública. 

Para que el ejercicio del derecho al sufragio sea una positiva y ver­
dadera manifestación de la soberanía nacional, es indispensable que sea gene­
ral, igual para todos, libre y directo; porque faltando cualquiera de estas 
condiciones, o convierte en una prerrogativa de clase, o es un mero artifi­
cio para disimular usurpaciones de poder, o da por resultado imposiciones 
de gobernantes contra la voluntad clara y manifiesta del pueblo. 

De esto se desprende que, siendo el sufragio una función esencialmen­
te colectiva, toda vez que es la condición indispensable del ejercicio de la 
soberanía, debe ser atribuído a todos los miembros del cuerpo social, que 
comprendan el interés y el valor de esa altísima función. 

Esto autorizaria a concluir que el derecho electoral sólo debe otor­
garse a aquellos individuos que tengan plena conciencia de la alta finalidad 
a que aquél tiende; lo que excluiría, por lo tanto, a quienes por su ignoran­
cia, su descuido o indiferencia sean incapaces de desempeñar debidamente 
esa función, cooperando de una manera espontánea y eficaz al gobierno del 
pueblo por el pueblo. 

Sin embargo de esto, y no dejando de reconocer que lo que se acaba de 
exponer es una verdad teórica, hay en el caso de México factores y antece­
dentes históricos que obligan a aceptar una solución distinta de la que lógi 
camente se desprende de los principios de la ciencia política. 

La revolución que capitanearon los caudillos que enarbolaron la ban­
dera de Ayutla, tuvo por objeto acabar con la dictadura militar y con la o 
presión de las clases en que estaba concentrada la riqueza pública; y como 
aquella revolución fue hecha por las clases inferiores, por los iguorantes y 
los oprimidos, la Constitución de 1857, que fue su resultado, no pudo racio-
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nalmente dejar de conceder a todos, sin distinción, el derecho de sufragio, ya 
que habria sido una inconsecuencia negar al pueblo todas las ventajas de su 
triunfo. 

La revolución que me ha cabido en suerte dirigir, ha tenido también 
por objeto destruir la dictadura militar, desentrañando por completo sus raí· 
ces, y dar a la nación todas las condiciones de vida necesarias para su des­
arrollo; y como han sido las clases ignorantes las que más han sufrido, por­
que son ellas sobre las que han pesado con toda su rudeza el despotismo 
cruel y la explotación insaciable, seria, ya no diré una simple inconsecuen­
cia, sino un engaño imperdonable, quitarles hoy lo que tenían anteriormen­
te conquistado. 

El gobierno de mi cargo considera, por tanto, que seria impolítico e 
inoportuno en estos momentos, después de una gran revolución popular, res­
tringir el sufragio, exigiendo para otorgarlo la única condición que racio­
nalmente puede pedirse, la cual es que todos los ciudadanos tengan la ins­
trucción primaria bastante para que conozcan la importancia de la función 
electoral y puedan desempeñarla en condiciones fructuosas para la sociedad. 

Sin embargo de esto, en la reforma que tengo la honra de proponeros, 
con motivo del derecho electoral, se consulta la suspensión de la calidad de 
ciudadano mexicano a todo el que no sepa hacer uso de la ciudadanía debi­
damente. El que ve con indiferencia los asuntos de la República, cualesquiera 
que sean, por lo demás, su ilustración o situación económica, demuestra a las 
claras el poco interés que tiene por aquélla y esta indiferencia amerita que 
se le suspenda la prerrogativa de que se trata. 

El gobierno de mi cargo cree que en el anhelo constante demostrado 
por las clases inferiores del pueblo mexicano, para alcanzar un bienestar de 
que hasta hoy han carecido, las capacita ampliamente para que, llegado el 
momento de designar mandatarios, se fijen en aquellos que más confianza les 
inspiren para representarlas en la gestión de la cosa pública. 

Por otra parte, el gobierno emanado de la revolución, y esto le consta 
a la República entera, ha tenido positivo empeño en difundir la instrucción 
por todos los ámbitos sociales; y yo creo fundadamente que el impulso dado, 
no sólo se continuará, sino que se intensificará cada día, para hacer de los 
mexicanos un pueblo culto, capaz de comprender sus altos destinos y de pres 
tar al gobierno de la nación una cooperación tan sólida y eficaz, que haga im­
posible, por un lado, la anarquía y, por otro, la dictadura. 

El municipio independiente, que es sin disputa una de las grandes con­
quistas de la revolución, como que es la base del gobierno libre, conquista que 
no sólo dará libertad política a la vida municipal, sino que también le dará 
independencia económica, supuesto que tendrá fondos y recursos propios pa­
ra la atención de todas SUB necesidades, substrayéndose así a la voracidad 
insaciable que de ordinario han demostrado los gobernadores, y una burona 
ley electoral que tenga a éstos completamente alejados del voto público y que 
castigue con toda severidad toda tentativa para violarlo, establecerá el po­
der electoral sobre bases racionales que le permitirán cumplir su cometido 
de una manera bastante aceptable. 
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De la organización del poder electoral, de que se ocupará de manera 
preferente el próximo Congreso Constitucional, dependerá en gran parte que 
el poder Legislativo no sea un mero instrumento del poder Ejecutivo, pues 
electos por el pueblo sus representantes, sin la menor intervención del PO­
der central, se tendrán Cámaras que de verdad se preocupen por los intere· 
ses públicos, y no camarillas opresoras o perturbadoras, que sólo van arras­
tradas por el afán de lucro y medro personal, porque no hay que perder de 
vista ni por un momento, que las mejores instituciones fracasan y son letra 
muerta cuando no se practican y que sólo sirven, como he dicho antes y lo 
repito, para cubrir con el manto de la legalidad la imposición de mandata· 
rios contra la voluntad de la nación 

La división de las ramas del poder público obedece, según antes ex­
presé, a la idea fundamental de poner límites precisos a la acción de los re­
presentantes de la nación, a fin de evitar que ejerzan, en perjuicio de ella, 
el poder que se les confiere; por lo tanto, no sólo hay la necesidad impres­
cindible de señalar a cada departamento una esfera bien definida sino que 
también la hay de relacionarlos entre sí, de manera que el uno se sobrepon­
ga al otro y no se susciten entre ellos conflictos o choques qu~ podrían en­
torpecer la marcha de los negocios públicos y aun llegar hasta alterar el or­
den y la paz de la República. 

El poder Legislativo, que por naturaleza propia de sus funciones, tien­
de siempre a intervenir en las de los otros, estaba dotado en la Constitución 
de 1857, de facultades que le permitían estorbar o hacer embarazosa y difí­
cil la marcha del poder Ejecutivo, o bien sujetarlo a la voluntad caprichosa 
de una mayoría fácil de formar en las épocas de agitación, en que regular­
mente predominan las malas pasiones y los intereses bastardos. 

Encaminadas a lograr ese fin, se proponen varias reformas de las que, 
la principal, es quitar a la Cámara de Diputados el poder de juzgar al Pre­
sidente de la República y a los demás altos funcionarios de la federación, fa­
cultad que fue, sin duda, la que motivó que en las dictaduras pasadas se 
procurase siempre tener diputados serviles, a quienes manejaban como au­
tómatas. 

El poder Legislativo tiene incuestionablemente el derecho y el deber 
de inspeccionar la marcha de todos los actos del gobierno, a fin de llenar de­
bidamente su cometido, tomando todas las medidas que juzgue convenientes 
para normalizar la acción de aquél; pero cuando la investigación no debe ser 
meramente informativa, para juzgar de la necesidad e improcedencia de una 
medida legislativa, sino que afecta a un carácter meramente judicial, la re· 
forma faculta tanto a las Cámaras como al mismo poder Ejecutivo, para ex­
citar a la suprema corte a que comisione a uno O alguno de sus miembros, (1 

a un magistrado de circuito, o a un juez de distrito, o a una comisión nom­
brada por ella para abrir la averiguación correspondiente, únicamente pa­
ra esclarecer el hecho que se desea conocer; cosa que indiscutiblemente no 
podrían hacer los miembros del Congreso, los que de ordinario tenían que 
conformarse con los informes que quisieran rendirles las autoridades infe­
riores. 
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Esta es la oportunidad, señores diputados, de tocar una cuestión que 
es casi seguro se suscitará entre vosotros, ya que en los últimos años se ha 
estado discutiendo, con el objeto de hacer aceptable cierto sistema del go­
bierno que se recomienda como infalible, por una parte, contra la dictadu­
ra, y por otra, contra la anarquía, entre cuyos extremos han oscilado cons­
tantemente, desde su independencia, los pueblos latinoamericanos, a saber: el 
régimen parlamentario. Creo no sólo conveniente, sino indispensable, deci­
ros, aunque sea someramente, los motivos que he tenido para no aceptar di­
cho sistema entre las reformas que traigo al conocimiento de vosotros. 

Tocqueville observó en el estudio de la historia de los pueblos de Amé­
rica de origen español, que éstos van a la anarquía cuando se cansan de obe­
decer, a la dictadura cuando se cansan de destruir; considerando que esta 
oscilación entre el orden y el desenfreno, es la ley fatal que ha regido y 
regirá por mucho tiempo a los pueblos mencionados. 

N o dijo el estadista referido cuál seria, a su juicio, el medio de librar­
se de esa maldición, cosa que le habria sido enteramente fácil con sólo ob­
servar los antecedentes del fenómeno y de las circunstancias en que siempre 
se ha reproducido. 

Los pueblos latinoamel'icanos, mientras fueron dependencias de Es­
paña, estuvieron regidos por mano de hierro; no había más voluntad que la 
del virrey; no existían derechos para el vasallo; el que alteraba el orden, ya 
propalando teorías disolventes o que simplemente socavaban los cimientos de 
la fe o de la autoridad, o ya procurando dar pábulo a la rebelión, no tenía 
más puerta de escape que la horca. 

Cuando las luchas de independencia rompieron las ligaduras que ata­
ban a esos pueblos de la metrópoli, deslumbrados con la grandiosidad de la 
revolución francesa, tomaron para sí todas sus reivindicaciones, sin pensar 
que no tenían hombres que los guiasen en tan ardua tarea, y que no estaban 
preparados para ella. Las costumbres de gobierno no se imponen de la no­
che a la mañana; para ser libre no basta quererlo, sino que es necesario 
también saberlo ser. 

Los pueblos de que se trata, han necesitado y necesitan todavía de go­
biernos fuertes, capaces de contener dentro del orden a poblaciones indisci­
plinadas, dispuestas a cada instante y con el más fútil pretexto a desbordar­
se, cometiendo toda clase de desmanes; pero por desgracia, en ese particular 
se ha caído en la confusión, y por gobierno fuerte se ha tomado el gobierno 
despótico. Error funesto que ha fomentado las ambiciones de las clases su­
periores, para poder apoderarse de la dirección de los negocios públicos. 

En general, siempre ha habido la creencia de que no se puede conser­
var el orden sin pasar sobre la ley, y ésta y no otra es la causa de la ley fa­
tal de que habla Tocqueville; porque la dictadura jamás producirá el orden, 
como las tinieblas no pueden producir la luz. 
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Así, pues, disípese el error, enséñese al pueblo a que no es posible que 
pueda gozar de sus libertades si no sah¡) hacer uso de ellas, o lo que es igual, 
que la libertad tiene por condición el orden, y que sin éste aquélla es impo­
sible. 

Constrúyase sobre esa base el gobierno de las naciones latinoamerica­
nas y se habrá resuelto el problema 

En México, desde su independencia hasta hoy, de los gobiernos legales 
que han existido, unos cuantos se apegaron a este principio, como el de 
Juárez, y por eso pudieron salir avantes; los otros, como los de Guerrero y 
Madero, tuvieron que sucumbir, por no haberlo cumplido. Quisieron imponer 
el orden enseñando la ley, y el resultado fue el fracaso. 

Si, por una parte, el gobierno debe ser respetuoso de la ley y de las 
instituciones, por la otra debe ser inexorable con los trastornadores del or­
den y con los enemigos de la sociedad; sólo así pueden sostenerse las nacio­
nes y encaminarse hacia el progreso. 

Los constituyentes de 1857 concibieron bien el poder Ejecutivo: libre 
en su esfera de acción para desarrollar su política, sin más limitación que 
respetar la ley; pero no completaron el pensamiento, porque restaron al po­
der Ejecutivo prestigio, haciendo mediata la elección del presidente, y así su 
elección fue, no la obra de la voluntad del pueblo, sino el producto de las 
combinaciones fraudulentas de los colegios electorales. 

La elección directa del presidente y la no reelección, que fueron las 
conquistas obtenidas por la revolución de 19lO, dieron, sin duda, fuerza al 
gobierno de la nación, y las reformas que ahora propongo coronarán la 
obra. El presidente no quedará más a merced del poder Legislativo, el que 
no podrá tampoco invadir fácilmente sus atribuciones. 

Si se designa al presidente directamente por el pueblo, y en contacto 
constante con él por medio del respeto a sus libertades, por la participación 
amplia y efectiva de éste en los negocios públicos, por la consideración pru­
dente de las diversas clases sociales y por el desarrollo de los intereses legi­
timos, el presidente tendrá indispensablemente su sostén en el mismo pueblo; 
tanto contra la tentativa de cámaras invasoras, como contra las invasiones 
de los pretorianos. El gobierno, entonces, será justo y fuerte. Entonces la 
ley fatal de Tocqueville habrá dejado de tener aplicación. 

Ahora bien, ¿ qué es lo que se pretende con la tesis del gobierno par· 
lamentario? Se quiere nada menos que quitar al Presidente sus facultades 
gubernamentales para que las ejerza el Congreso, mediante una comisión de 
su seno, denominada "gabinete". En otros términos, se trata de que el pre­
sidente personal desaparezca, quedando de él una figura colectiva. 

¿En dónde estaria entonces la fuerza del gobierno? En el parlamen­
to. Y como éste, en su calidad de deliberante, es de ordinario inepto para la 
administración, el gobierno caminaria siempre a tientas, temeroso a cada 
instante de ser censurado. 

El paralamento se comprende en Inglatera y en España, en donde ha 
significado una conquista sobre el antiguo poder absoluto de los reyes; se ex­
plica en Francia, porque esta nación, a pesar de su forma republicana de go-
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bierno, está siempre influida por sus antecedentes, y sería cuando menos im­
prudente lanzarnos a la expríencia de un gobierno débil, cuando tan fácil es 
robustecer y consolidar el sistema de gobierno de presidente personal, que nos 
dejaron los constituyentes de 1857. 

Por otra parte, el régimen parlamentario supone forzosa y necesaría­
mente dos o más partidos políticos perfectamente organizados, y una cantidad 
considerable de hombres en cada uno de esos partidos, entre los cuales puedan 
distribuirse frecuentemente las funciones gubernamentales. 

Ahora, bien, como nosotros carecemos todavía de las dos condiciones 
a que acabo de referírme, el gobierno se vería constantemente en la dificul­
tad de integrar el gabinete, para responder a las frecuentes crisis minis­
teriales. 

Tengo entendido que el régimen parlamentarío no ha dado el mejor re­
sultado en los pocos países latinoamericanos en que ha sido adoptado; pero 
para mí la prueba más palmaría de que no es un sistema de gobierno del que 
se puedan esperar grandes ventajas, está en que los Estados Unidos del Nor­
te, que tienen establecido en sus instituciones democráticas el mismo siste­
ma de presidente personal, no han llegado a pensar en dicho régimen parla­
mentarío, lo cual significa que no le conceden valor práctico de ninguna es­
pecie. 

A mi juicio, lo más sensato, lo más prudente y a la vez lo más conforme 
con nuestros antecedentes polítcos, y lo que nos evitará andar haciendo en­
sayos con la adopción de sistemas extranjeros propios de pueblos de cultu­
ra, de hábitos y de orígenes diversos del nuestro, es, no me can­
saré de repetirlo, constituir el gobierno de la República respetando 
escrupulosamente esa honda tendencia a la libertad, a la igualdad 
y a la seguridad de sus derechos, que siente el pueblo mexicano. 
Porque no hay que perder de vista, y sí, por el contrario, tener constante­
mente presente, que las naciones, a medida que más avanzan, más sienten la 
necesidad de tomar su propia dirección para poder conservar y ensanchar su 
vida dando así a todos los elementos sociales el goce completo de sus d,ere­
chos y todas las ventajas que de ese goce resultan, entre otras, el auge pode­
roso de la iniciatíva individual. 

Este progreso social es la base sobre lo que debe establecerse el pro­
greso político; porque los pueblos se persuaden muy fácilmente de que el me­
jor arreglo constitucional, eS el que más protege el desarrollo de la vida in­
dividual y social, fundado en la posesión completa de las libertades del in­
dividuo, bajo la ineludible condición de que éste no lesione el derecbo de los 
demás. 

Conocida os es ya, señores diputados, la reforma que recientemente 
hizo el gobierno de mi cargo a los artículos 78, 80, 81 y 82 de la Constitución 
federal, suprimiendo la vicepresidencia y estableciendo un nuevo sistema pa­
ra substituir al presidente de la República tanto en sus faltas temporales, co­
mo en las absolutas; y aunque en la parte expositiva del decreto respectivo 
se explicaron los motivos de dicha reforma, creo, sin embargo, conveniente 
llamar vuestra atención sobre el particular. 
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La vicepresidencia, que en otros países ha logrado entrar en las cos­
tumbres y prestado muy buenos servicios, entre nosotros, por una serie de 
circunstancias desgraciadas, llegó a tener una historia tan funesta, que en 
vez de asegurar la sucesión presidencial de una manera pacífiea en caso ines­
perado, no hizo otra cosa que debilitar al gobierno de la República. 

y en efecto, sea que cuando ha estado en vigor esta institución haya to­
cado la suerte de que la designación de vicepresidente recayera en hombres 
faltos de escrúpulos, aunque sobrados de ambición; sea que la falta de cos­
tumbres democráticas y la poca o ninguna honradez de los que no buscan en 
la política la manera de cooperar útilmente con el gobierno de su país, sino 
solo el medio de alcanzar ventajas reprobadas, con notorio perjuicio de los 
intereses públicos, es lo cierto que el vicepresidente, queriéndolo o sin preten­
derlo, cuando menos lo esperaba en este caso, quedaba convertido en el foco de 
la oposición, en el centro a donde convergían y del que irradiaban todas las 
malquerencias y todas las hostilidades, en contra de la persona a cuyo cargo 
estaba el poder supremo de la República. 

La vicepresidencia en México, ha dado el espectáculo de un funciona­
rio, el presidente de la República, al que se trata de lanzar de su puesto por 
inútil o por violador de la ley; y de otro funcionario que trata de operar ese 
lanzamiento para substituirlo en el puesto, quedando después en él, sin ene­
migo al frente. 

En los últimos períodos del gobierno del general Díaz, el vicepresiden­
te de la República sólo fue considerado como el medio inventado por el cien· 
tificismo para poder conservar, llegado el caso de que aquél faltase, el po­
der, en favor de todo el grupo, que lo tenía monopolizado. 

La manera de substituir las faltas del presidente de la República, adop­
tada en el sistema establecido por las reformas de que he hecho referencia, 
llena, a mi juicio, su objeto, de una manera satisfactoria. 

Es de buena política evitar las agitaciones a que siempre dan lugar las 
luchas electorales, las que ponen en movimiento grandes masas de intereses 
que se agitan alrededor de los posibles candidatos. 

El sistema de suplir las faltas de que se trata por medio de los secre­
tarios de estado, llamándolos conforme al número que les da la ley que los 
establece, dejaba sencillamente a la voluntad absoluta del presidente de 
la República la designación de su sucesor. 

El sistema adoptado por el gobierno de mi cargo no encontrará nin 
guno de esos escollos; pues la persona que conforme a él debe suplir las faltas 
temporales o absolutas del presidente de la República, tendrá un origen 
verdaderamente popular, y puesto que siendo los miembros del Congreso de 
la Unión representantes legítimos del pueblo, recibirán, con el mandato de 
sus electores, el de proveer llegada la ocasión, de Presidente de la República. 

Otras reformas sobre cuya importancia y trascendencia quiero, seño­
res diputados, llamar vuestra atención, es la que tiende a asegurar la comple· 
ta independencia del poder Judicial, reforma que, lo mismo que la que ha 
modificado la duración del cargo de Presidente de la República, está revelan­
do claramente la notoria honradez y decidido empeño con que el gobierno 
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emanado de la revolución está realizando el programa proclamado en la he­
roica Veracruz el 12 de diciembre de 1914, supuesto que uno de los anhelos 
más ardientes y más hondamente sentidos por el pueblo mexicano, es el de 
tener tribunales independientes que hagan efectivas las garantías individua­
les contra los atentados y excesos de los agentes del poder público y que pro­
tejan el goce quieto y pacífico de los derechos civiles de que ha carecido has­
ta hoy. 

Señores diputados, no fatigaré por más tiempo vuestra atención, pues 
larga y cansada seria la tarea de hablaros de las demás reformas que contiene 
el proyecto que tengo la honra de poner en vuestras manos, reformas todas 
tendientes a asegurar las libertades públicas por medio del imperio de la ley, 
a garantizar los derechos de todos los mexicanos por el funcionamiento de 
una justicia administrada por hombres probos y aptos, y a llamar al pueblo a 
participar, de cuantas maneras sea posible, en la gestión administrativa. 

El gobierno de mi cargo cree haber cumplido su labor en el límite de 
sus fuerzas, y si en ello no ha obtenido todo el éxito que fuera de desearse, es­
to debe atribuirse a que la empresa es altamente difícil y exige una atención 
constante que me ha sido imposible consagrarle, solicitado, como he estado 
constantemente, por las múltiples dificultades a que he tenido que atender. 

Toca ahora a vosotros coronar la obra, a cuya ejecución espero os de­
dicaréis con toda la fé, con todo el ardor y con todo el entusiasmo que de 
vosotros espera nuestra patria, la que tiene puestas en vosotros sus esperan­
zas y aguarda ansiosa el instante en que le déis instituciones sabias y justas". 

CONTESTACION DEL PRESIDENTE DEL CONGRESO. 

Después de nutridos y prolongados aplausos, tributados al C. Carran­
za, el licenciado Luis Manuel Rojas, Presidente del Congreso, se expresó así: 

"C. Primer Jefe del Poder Ejecutivo de la Nación: 

El Congreso Constituyente, que me honro en presidir, ha escuchado 
con profunda atención el informe a que acabáis de dar lectura, y en el que 
se delínean de manera tan clara los principios políticos y sociales que os han 
servido de guía al hacer las diversas reformas que son indispensables para 
adaptar la Constitución de 1857 a las necesidades más hondas y a las nue­
vas aspiraciones del pueblo mexicano. 

Tenéis razón, señor, para considerar que entre las satisfacciones gran­
des y legítimas que habéis tenido durante vuestra ya larga lucha en contra 
del gobierno de la usurpación y por las libertades y bienestar de los mexica­
nos, aun de los más humildes, descuella la que experimentáis en estos mo­
mentos, al venir ante la representación nacional a dar cumplimiento a una 
de las solemnes promesas hechas por por vos desde Veracruz a ncmbre de la 
Revolución. 

Los elevados conceptos que contiene vuestro informe están impregna­
dos del sello de vuestra personalidad, del calor de vuestra convicción y del 
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fruto de vuestra experiencia, y ellos ponen de manifiesto, no solamente a la 
República Méxicana, sino al mundo entero, que sois también ml grande após­
tol de las libertados públicas y el paladín más decidido e inteligente de la de·· 
mocracia mexicana. 

Vos sois, señor, quizá el hombre que durante varios años ha reunido 
en sus manos los poderes más absolutos y enérgicos de este país; y cuando 
el ejercicio de esta enorme suma de facultades ha dado ocasión a nuestros 
enemigos, tanto en el interior como en el extranjero, para presagiar que no 
resignarias fácilmente esos poderes, venís hoy a declarar, de la manera más 
franca y sincera, a la vez que más espontánea, que el principio fundamen­
tal sobre el cual debe asentarse la nueva Constitución de la República, es el 
respeto más amplio a la libertad humana, proclamado muy alto, además, el 
derecho del pueblo a gobernarse a sí mismo, precisamente cuando os halláis 
en la más elevada cima del poder y de la gloria, donde las tentaciones de la 
ambición y las sugestiones del egoísmo ejercen de ordinario una influencia 
tan perniciosa como difícil de eludir. 

Más con mucha razón proclamáis, de una manera principal, que el go­
bierno debe ser exclusivamente la obra de la voluntad de la nación, y que 
sólo a este título y con este apoyo puede ser fuerte para imponer el orden 
interior y para alcanzar también consideración y respeto en el extranjero. 

No ha sido, pues, vana la esperanza que en vos ha puesto el pueblo 
mexicano, que os ha seguido entusiasta y cariñoso desde el mes de marzo 
de 1913; que os ha considerado como su salvador en las diversas fases de la 
épica lucha que habéis sostenido hasta hoy, y que mañana os proclamará, 
por último, como el gran estadista que pudo hacer efectivas en México las 
instituciones libres. 

Seria casi imposible, señor, que yo me refiriese en estos momentos a 
todos los puntos notables de vuestro importantísimo proyecto general de re 
formas a la Constitución vigente, ni a los diversos principios que con tanta 
atingencia como claridad invocáis en vuestro discurso, para apoyar las re­
formas que proponéis, después de pintar con mano maestra cómo los precep­
tos proclamados en la ley fundamental de 1857, sin embargo de su valor teó­
rico indiscutible, han resultado en la práctica enteramente estériles, porque 
no han servido para establecer un gobierno de veras respetuoso de los de­
rechos del hombre, ni tampoco para organizar todos los elementos sociales, 
armonizándolos y haciéndoles cooperar a la felicidad común; esto es, evitando 
la anarquía, que consiste en aquel estado social donde cada hombre es mo­
vido por su propio y egoísta interés, sin preocuparse para nada del respeto 
que le merecen los derechos de los demás. 

Así, pues, señor, me limito ahora a darme por recibido del proyecto 
de reformas a la Constitución de 1857, y puedo aseguraros que todos y cada 
uno de los ciudadanos diputados que integramos este Congreso Constitu· 
yente, estamos animados del mejor deseo de corresponder a la misión que 
el pueblo nos ha encomendado, y que, como lo esperáis, secundaremos con to-
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do celo y patriotismo vuestra labor, satisfechos de haber tenido la gloria de 
ser solidarios con usted en la obra grandiosa de la reconstrucción nacional. 
(Aplausos) . 

REFORMAS AL REGLAMENTO DEL CONGRESO. - TEXTO INTE­
GRO DEL PROYECTO DEL C. PRIMER JEFE. 

Todavía durante las primeras sesiones del Congreso, hubo que hacer 
reuniones de colegio electoral para acabar de discutir las credenciales; pero 
ya no hubo tema palpitante, como no fuese la conveniencia de reformar al· 
gunos de los artículos del Reglamento del Congreso de la Unión, para adap­
tarlo al peculiar funcionameinto del Constituyente. Para el objeto de esta his­
toria no tienen interés estas reformas. Lo fundamental estuvo en la elección 
de algunas comisiones de importancia, en particular la que había de dicta­
minar sobre el proyecto de Constitución. 

A proposición de la Mesa se aprobó la integración de las Comisiones 
siguientes: "Para corrección de estilo" los CC. Marcelino Dávalos, Alfonso 
Cravíoto y Ciro B. Ceballos; para la "Comisión de Peticiones" a los CC. 
Fernando Lizardi, José Truchuela y Flavio Bórquez; para la "Comisión de 
Archivo y Biblioteca", los CC. Amador Lozano, Francisco Ramírez Villa­
rreal y Enrique O'Farril. Para la "Comisión de Diario de los Debates" a los 
CC. diputados Fernando Lizardi, Ernesto Meade Fierro y Rafael Martínez. 

El Presidente declinó la facultad de la Mesa para designar la comisión 
de Constitución. Se procedió a la votación por cédulas, resultando integra­
da por los señores Francisco J. Múgica, Enrique Colunga, Lnis G. Monzón, 
Enrique Recio y Doctor Alberto Román. 

Es necesario hacer constar -la historia está obligada a decir la ver­
dad- que entre los miembros de esta comisión, solamente los señores Mú­
gica y Colunga tenían preparación para el encargo que se les confiaba. 

El general Francisco J. Múgica, aunque de apariencia exaltado, era 
hombre de nutrida~ lecturas, orador de fácil palabra y un revolucionario de 
buena fe. El licenciado Enrique Colunga, viejo abogado de Guanajuato, no 
poseía cultura suficiente; pero como antiguo profesionista en la rama de De 
recho, se le suponía con conocimientos snficientes para esa clase de estudios; 
no era orador y manifestó siempre antipatía por los temas eruditos y las ci­
tas líbrescas, es autor de la frase de que "los libros hipotecan la conciencia". 
El profesor Luis G. Monzón, maestro de escuela de San Luis Potosí, y que 
había ejercido largo tiempo el magisterio en el Estado de Sonora, poseía 
ideas muy avanzadas, después ha estado afiliado al Partido Comunista; pero 
su preparación científica era muy deficiente. El doctor Alberto Román, 
probablemente competente en su profesión; carecía de instrucción literaria 
y política para intervenir en el debate de cosas trascendentales. En cuanto a 
Enrique Recio, era un obrero yucateco, perfectamente ignorante y exaltado 
anticlerical, naturalmente su cooperación, para discernir sobre el magno car­
go que se le daba tenía que ser nula. 
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Nombrada esa Comisión, la Secretaria dió lectura al proyecto entrega· 
do por el Primer Jefe que insertamos textual: 

PROYECTO DE CONSTITUCION SOMETIDO POR EL c. 
VENUSTIANO CARRANZA AL CONGRESO 

CONSTITUYENTE DE QUERETARO. 

TITULO PRIMERO 

SECCION 1. 

"De las garantías individuales. 

Art. 10.-En la República Mexicana, todo individuo gozará de las 
garantías que otorga la Constitución, las que no podrán restringirse ni sus· 
penderse sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece 

Art. 20.-Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexi­
canos. Los esclavos de otros países que entrasen al territorio nacional, al­
canzarán por ese solo hecho su libertad y la protección de las leyes. 

Art. 30.-Habrá plena libertad de enseñanza; pero será laica la qUé 
se dé en los establecimientos oficiales de educación, y gratuita la enseñanza 
primaria superior y elemental, que 8~ imparta en 10& mismos estableci­
mientos. 

Art. 40.-A ninguna persona se le podrá impedir que se dedique a la 
profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícito, ni pri­
varla de sus productos, sino por determinación judicial cuando ataque los de­
rechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que 
marque la ley, cuando ofenda los de la sociedad. 

La ley determinará en cada estado cuáles son las profesiones que ne­
cesitan título para su ejercicio, y las autoridades que han de expedirlo. 

Art. 50.-Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin 
la justa retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto 
como pena por la autoridad judicial. 

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los 
términos que establezcan las leyes respectivas, el de las armas, los de jurado 
y los cargos de elección popular, y obligatorias y gratuitas las funciones 
electorales. 

El estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, 
pacto o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevo­
cable sacrificio de la libertad del hombre, ya sea por causa de trabajo, de 
educación o de voto religioso. La ley, en consecuencia, no reconoce órdenes 
monásticas, ni puede permitir su establecimiento, cualquiera que sea la de­
nominación con que pretendan erigirse. 

Tampoco puede admitirse convenio en el que el hombre pacte su pros· 
cripción o destierro, o en que renuncie temporal o pClmanentemente a ejer. 
cer determinada profesión. industria o comercio. 
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El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servICIO convenido 
por un período que no exceda de un año, y no podrá extenderse en ningún 
caso a la renuncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los derechos polí­
ticos y civiles. 

Art. 60. -La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 
inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la mo­
ral, los derechos de tercero, provoque algún crimen o delito o perturbe el 
orden público. 

Art. 70. -Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos so­
bre cualquiera materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa 
censura, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad 
de imprenta, que no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la 
moral y a la paz pública. Los delitos que se cometan por medio de la impren­
ta, serán juzgados por los tribunales competentes de la federación o por los 
de los estados, los del Distrito Federal y Territorios, conforme a su legisla­
ción penal; pero en ningún caso podrá secuestrarse la imprenta, como cuer­
po del delito. 

Art. SO.-Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejerci­
cio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de una 
manera pacífica y respetuosa; pero fn materia política, sólo podrán hacer 
uso de ese derecho los ciudadanos de la República. 

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a 
quien se haya dirigido, la que tiene obligación de hacerlo conocer en breve 
término al peticionario. 

Art. 90 .-No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pa­
cíficamente con cualquier objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la 
república podrán hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del país. 

Sólo podrá considerarse como ilegal una reunión convocada con obje­
to ilícito y ser, en consecuencia, disuelta inmediatamente por la autoridad, 
cuando en ella se cometieren desórdenes que alteren o amenacen alterar el 
orden público por medio de la fuerza o violencia contra las personas o pro­
piedades, O por amenazas de cometer atentados, que puedan fácilmente ser se­
guidas de ejecución inmediata, o se cause fundadamente temor o alarma a 
los habitantes; o se profieran injurias o amenazas contra la autoridad o al­
guno o varios particulares, si la persona que preside la reunión o las que de 
ella formaren parte no redujeran al orden al responsable o lo expulsaran 
inmediatamente; o cuando hubiere en ella individuos armados, si requeridos 
por la autoridad, no dejaren las armas o no se ausentaren de la reunión. 

No se considerará ilegal una asamblea o reunión que tenga por obje­
to hacer una petición a una autoridad o presentar una protesta por algún 
acto, si no se profieren injurias cc-ntra ella, ni se hiciere uso de violencia o 
de amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en el sentido que se desea. 

Art. lOo.-Los habitantes de ia república mexicana son libres de po­
seer armas de cualquiera clase parn su seguridad y legitima defensa, hecha 
la excepción de las prohibidas expresamente por la ley, y de las que la nación 
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reserve para el uso exclusivo del ejército, armada y guardia nacional; pero 
no podrán portarlas en las poblaciones, sin sujetarse a los reglamentos de 
policía. 

Art. Uo.-Todo hombre tiene derecho para entrar a la República, sa­
lir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de 
carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes. 
El ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autori­
dad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y de la autoridad 
administrativa, por lo que toca a las limitaciones que imponga la ley sobre 
emigración, inmigración y salubridad general de la república, o sobre extranje. 
ros perniciosos residentes en el país. 

Art. 120.-En los Estados Unidos Mexicanos no se concederán títulos 
de nobleza, ni prerrogativas u honores hereditarios, ni se dará efecto alguno 
a los otorgados por cualquier otro país. 

Art. 130.-Nadie podrá ser juzgado por leyes privativas ni por tri­
bunales especiales. Ninguna persona o corporación puede tener fuero ni go­
zar más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y 
estén fijados por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas 
contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y por 
ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no perte­
nezcan al ejército. Cuando en un delito o falta del orden militar estuviere 
complicado un civil, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda 

Art. 140. -A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio 
de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad, o de sus propieda­
des, posesiones, o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales 
del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. 

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por 
una ley exactamente aplicable al delito de que se trate. 

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser con· 
forme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta, se 
fundará en los principios generales del derecho. 

Art. 150.-No se autoriza la celebración de tratados para la extra· 
dición de reos políticos ni para la de aquellos delincuentes del orden común 
que hayan tenido en el país donde cometieren el delito, la condición de es­
clavos; ni convenios ni tratados en virtud de los que se alteren las garantías 
y derechos establecidos por esta Constitución para el hombre y el ciudadano. 

Art. 160. -N o podrán librarse ordenes de arresto contra una persona, 
sino por la autoridad judicial y siempre que se haya presentado acusación 
en su contra por un hecho determinado que la ley castigue con pena corpo­
ral, y que esté, además, apoyada por declaración bajo protesta de persona 
digna de fe o por otros datos que hagan probable su responsabilidad, he-
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cha excepción de los casos de flagrante delito, en que cualquiera persona 
puede aprehender al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a 
disposición de la autoridad inmediata. 

Solamente en casos urgentes podrá la autoridad administrativa decre· 
tal', bajo su más estrecha responbilidad, la detención de un acusado, ponién· 
dolo inmediatamente a disposición de la autoridad judicial. 

En toda orden de cateo se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, 
la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se bus· 
can, a lo que únicamente debe sujetarse la diligencia, levantándose en el ac· 
to de concluir ésta, una acta circunstancial, en presencia de los testigoos que 
intervinieron en ella y que serán cuando menos dos personas honorables. La 
autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias, únicamente 
para cerciorarse de que se han cumplido los regolamentos sanitarios y de po. 
licía.-También podrá la misma autoridad exigir la exhibición de libros y 
papeles, para comprobar que se han cumplido las disposiciones fiscales. 

Art. 170.-Nadie puede ser preso por deudas de un carácter pura· 
mente civil. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejer· 
cer violencia para reclamar su derecho. Los tribunales estarán expeditos para 
administrar la justicia en los plazos y términos que fije la ley, y su servicio 
será gratuito, quedando en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 

Art. 180. -Sólo habrá lugoar a prisión por delito que merezca pena 
corporal o alternativa de pecuniaria y corporal. El lugar de prevención o 
prisión preventiva será distinto y estará completamente separado del que se 
destinare para la extinción de las penas. 

Toda pena de más de dos años de prisión se hará efecitva en colonias 
penales o presidios que dependerán directamente del gobierno federal, y que 
estarán fuera de las poblaciones, debiendo pagar los estados a la federación, 
los gastos que correspondan por el número de reos que tuvieren en dichos 
establecimientos. 

Art. 190.-Ninguna detención podrá exceder del término de tres días. 
sin que se justifique con un auto de formal prisión. en el que se expresarán 
el delito que se impute al acusado. los elementos que constituven aquél. lu· 
gar, tiempo v circunstancias de ejecución y los datos que arroje la averigua· 
ción previa, los que deben ser bastantes para comprobar el cuerno del de­
lito y hacer probable la responsabilidad del acusado. La infracción de esta 
disposición hace responsable a la autoridad que ordena la detención o la con­
siente, y a los agentes, ministros. alcaides o carceleros que la ejecuten. 

Los hechos señalados en el auto d e formal prisión serán forzosamente 
la materia del proceso, y no podrán cambiarse para alterar la naturaleza del 
delito. Si en la secuela de un proceso apareciere que se ha cometido un delito 
distinto del que se persigue, deberá ser objeto de acusación separada, sin 
periuicio de que después pueda decl'etarse la acumulación, si fuere condu-
cente. • 

Todo maltratamiento en la aprehensión o en las prisiones, toda moles­
tia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o contribución en las cárce· 
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les, es un abuso que será corregido por las leyes y reprimido por las auto­
ridades. 

Art. 200.-En todo juicio del orden criminal tendrá el acusado las si­
guientes garantías: 

I.-Será puesto en libertad, inmediatamente que lo solicite, bajo fian­
za hasta de diez mil pesos, según sus circunstancias personales y la grave­
dad del delito que se le impute, siem pre que dicho delito no merezca ser 
castigado con una pena mayor de cinco años de prisión, y sin más requisitos 
que poner la suma de dinero respectiva a disposición de la autoridad, u otor­
gar caución hipotecaria o personal, bastante para asegurarla; 

H.-No podrá ser compelido a declarar en su contra, por lo cual que­
da rigurosamente prohibida la incomunicación o cualquier otro medio que 
tienda a aquel objeto; 

IH .-Se le hará saber en audiencia pública y dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre del acusador 
y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca bien el hecho 
punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en este acto 
su declaración preparatoria; 

IV.-Será careado con los testigos que depongan en su contra, los que 
declararán en su presencia si estuvieren en el lugar del juicio, para que pueda 
hacerles todas las preguntas conducentes a su defensa; 

V . -Se le recibirán los testigos y demás pruebas que ofreciere, con­
cediéndole el tiempo que la ley estime necesario al efecto y se le auxiliará pa­
ra obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siem­
pre que se encontraren en el lugar del proceso; 

VI. -Será juzgado en audiencia pública par un juez o jurado de ciu­
dadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se co­
metiera el delito, siempre que éste pueda ser castigado con una pena mayor 
de un año de prisión; 

VII.-Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa 
y que consten en el proceso; 

VIII. -Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya 
pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena 
excediere de ese tiempo; 

IX. -Se le oirá en defensa por sí o por persona de su confianza, o por 
ambos según su voluntad. En caso de no tener quien lo defienda, se le pre­
sentará lista de los defensores de oficio, para que elija el o los que le con­
vengan. Si el acusado no quisiere nombrar defensores, después que se le re­
quiriere para ello, al rendir su declaración preparatoria, el juez le nombrará 
uno de oficio. El acusado podrá nombrar defensor desde el momento en que 
sea aprehendido, y tendrá derecho a que éste se halle presente en todos los 
actos del juicio; pero tendrá obligación de hacerlo comparecer cuantas veces 
se necesite; y _ 

X. -En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por 
falta de pago de honorarios de defem ores o por cualquiera otra prestación 
de dinero por causa de responsabilidad civil o algún otro motivo. 
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Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del 
que como máximo fije la ley al delito (}ne motivare el proceso. 

En toda pena de prisión que imponga una sentencia se computará el 
tiempo de la detención. 

Art. 2lo.-La imposición de las penas es propia y exclusin de la auto­
ridad judicial. Sólo incumbe a la antoridad administrativa el castigo de las 
infracciones de los reglamentos de policía y la persecución de los delitos, por 
medio del ministerio público y de la policía judicial, que estará a la disposi­
ción de éste. 

Art. 220.-Quedan prohibidas las penas de mutilación y de infamia, 
la marca. los azotes, los palos, el tormento de cualqniera especie, la multa ex­
cesiva, la confiscación de bienes y cu?lesquiera otras penas inusitadas o tras­
cendentales. 

No se considerará como confiscación de bienes la aplicación total o 
parcial de los bienes de una persona, hecha por la autoridad judicial para el 
pago de la responsabilidad civil resul tante de la comisión de un delito, o 
para el pago de impuestos o multas. 

Queda también prohibida la pena de muerte por delitos políticos, y 
en cuanto a las demás, sólo podrá imponerse al traidor a la patria en gue­
rra extranjera, al parricida, al homicida con alevosía, premeditación o ven­
taja. al incendiario, al plagiario, al salteador de caminos, al pirata, al violador 
y a los reos de delitos graves del orden militar. 

Art. 230.-Ningún juicio criminal dlber;, tener más de tres instan­
cias. Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en 
el juicio se le absuelva o se le condene. Queda prohibida la práctica de ab­
solver en la instancia. 

Art. 240.-Todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa 
que más le agrade y para practicar las ceremonias, devociones o actos del 
culto respectivo, en los templos o en 811 domicilio particular, siempre que no 
constituya un delito o falta penada por la ley. 

A.rt. 250 .-La correspondencia que bajo cubierta circule por las esta­
fetas. será libre de todo registro, y su violación será penada por la ley. 

Art. 260.-En tiempo de paz ningún miembro del ejército podrú alo­
jarse en casa particular contra la voluntad de su dueño; tampoco podrá 
exigir prestación alguna. En tiempo de guerra, los militares podrán exigir alo­
jamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones en los términos que esta­
blezca la ley marcial correspondiente. 

Art. 270.-La propiedad privada no nuede ocuparse para uso públi­
co, sin previa indemnización. La necesidad o utilidad de la ocupación de­
berá ser declarada por la autoridad administrativa correspondiente; pero la 
expropiación se hará por la autoridad judicial, en el caso de que haya des­
acuerdo sobre sus condiciones entre los interes~dos. 

1 as corporaciones e instituciones religiosas. cualquiera que sea su ca­
rácter, denominación, duración y objeto, no tendrán capacidad legal para ad­
quirir en propiedad o para administrar más bienes raíces que los destinados 
inmediata y directamente al servicio u objeto de dichas corporaciones e ins-
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tituciones. Tampoco la tendrán para adquirirlo o administrar capitales im 
puestos sobre bienes raíces. 

Las instituciones de beneficencia pública o privada para el auxilio de 
los necesitados, la difusión de la enseñanza, la ayuda recíproca de los indi­
viduos que a ellas pertenezcan, o para cualquier otro objeto lícito, en nin­
gún caso podriln estar bajo el patronato, dirección o administración de cor­
poraciones religiosas ni de los ministros de los cultos, y tendrán capacidad 
para adquirir bienes raíces, pero únicamente los que fueren indispensables 
y que se destinen de una manera directa e inmediata al objeto de las ins­
tituciones de que se trata. 

También podrán tener sobre bienes raíces, capitales impuestos a in­
terés, el que no será mayor, en ningún caso, del que se fije como legal y por 
un término que no exceda de diez años. 

Los ejidos de los pueblos, ya sea que los hubieren conservado poste­
riormente a la ley de desamortización, ya que se les restituyan o que se 
les den nuevos, conforme a las leyes, se disfrutarán en común por sus habi­
tantes, entretanto se reparten conforme a la ley que al efecto se expida. 

Ninguna otra corporación civil podrá tener en propiedad o administrar 
por sí bienes raíces o capitales impuestos sobre ellos, con la única excepción 
de los edificios destinados inmediata y directamente al objeto de la institución. 

Las sociedades civiles y comerciales podrán poseer fincas urbanas y es­
tablecimientos fabriles o industriales, dentro y fuera de las poblaciones; lo mis­
mo que explotaciones mineras, de petróleo o de cualquiera otra clase de subs· 
tancias que se encuentren en el subsudo, así como también vías férreas u 
oleoductos; pero no podrán adquirir ni administrar por sí, propiedades rústi­
cas en superficie mayor de la que sea estrictamente necesaria para los esta­
blecimientos o servicios de los objetos indicados y que el Ejecutivo de la Unión 
fijará en cada caso. 

Los bancos debidamente autorizados conforme a las leyes de asociacio­
nes de crédito, podrán obtener capitales impuestos sobre propiedades urbanas 
y rústicas de acuerdo con las prescripciones de dichas leyes. 

Art. 280.-En la República Mexicana no habrá monopolios ni estan­
cos de ninguna clase, ni exención de impuestos, ni prohibiciones a título de 
protección a la industria, exceptuándose únicamente los relativos a la acuña­
ción de moneda, a los correos, telégrafos, radiotelegrafía, y a los privilegios 
que por determinado tiempo se concederán a los autores y artistas para la 
reproducción de sus obras, y a los inventores y perfeccionadores de alguna 
mejora. para el uso exclusivo de sus inventos. 

En consecuencia, la ley castigará severamente, y las autoridades perse­
guir=,n con eficacia, toda concentración o acaparamiento en una o pocas ma­
nos de artículos de consumo necesario, con el objeto de obtener el alza de 
los precios; todo acto o procedimiento que evite o tienda a evitar la libre 
concurrencia en la producción, industria o comercio, o servicios al público; 
todo acuerdo o combinación de cualquiera manera que se haga, ele produc­
tores, industriales, comerciantes y empresarios de transportes o de algún 
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otro servICIO, para evitar la competencia entre sí y obligar a los consumido· 
res a pagar precios exagerados; y en general, todo lo que constituya una 
ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas 
y con perjuicio del público en general o de determinada clase social. 

Art. 290 .-En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pú­
blica, o de cualquiera otro que ponga a la sociedad en grande peligro " 
conflicto, solamente el Presidente de la República Mexicana, de acuerdo con 
el consejo de ministros y con la aprobación del Congreso de la Unión y en 
los recesos de éste, de la comisión permanente, podrá suspender en todo el 
país o en lugar determinado, las garantías que fueren obstáculo para ha­
cer frente, rápida y fácilmente, a la situación; pero deberá hacerlo por un 
tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la suspen­
sión se contraiga a determinado individuo. Si la suspensión tuviere lugar 
hallándose el Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones que estime 
necesarias para que el Ejecutivo haga frente a la situación. Si la suspensión 
se verificare en tiempo de receso, se convocará sin demora al Congreso para 
que las acuerde. 

SECCION n. 
De los mexicanos: 

Art. 300.-Los mexicanos lo serán por nacimiento o por naturali­
zación: 

l.-Son mexicanos por nacimiento, los hijos de padres mexicanos que 
nacieren dentro o fuera de la República. 

II. -Son mexicanos por naturalización: 
A. -Los que nacieren de padr~s extranjeros dentro de la República, 

si al mes siguiente a su mayor edad no manifiestan ante la Secretaría de Re­
laciones Exteriores su propósito de conservar la nacionalidad de su origen. 

R. -Los extranjeros que teniendo modo hOllesto de vivir e hijos naci­
dos de madre mexicana o naturalizados mexicnllos, manifiesten a la Secre~ 
taría d" Relaciones Exteriores '" propósito de quedar también nacionali­
zados. 

e .-Lo~ que hubieren residido en el país cÍnC'o años con:::.ecntivo.-;, t·:;>l1-

gan modo honesto dE' vivir y obteDf.r~n ('nrta de naturalización de la SCCl"C' 

taría de Helaeiones. 
En los casos de esta fl'Heción v ele la 'llltel·ior. la lev determinar;' la 

manera d(' comprobar lns requisitos qlJe en ellas se exij!en ' 
Art 310.-Son obligaciones de todo mexieano: 
l.-Concurrir a las CRC1WI"lfi lIúhlicas o privada:'.. 108 menores dr:- (He:,; 

3i108, dunmte p} tiempo que marque la ley dr in~trl}('d(Jll pública en c;Hla es­
tado. a recibir la eouc<1l'Í(m primm'b eleml'llbt! y milit.ar. 

Il.-Asi::;tll', E'fl 1(1~ días ~t h{)ra~ desi,!!:nados por el ;:lylmtamil'l1tl) del 
lUltar en que r('sida", a I'ccibi,' instrucción cívica." milita!' q1l0 los mantenga 
aptos en el ejercicio de los rlerechos ele eil1r1arlano. diestros en ,,1 manejo (]p 

la~ armas y conocedores ele la diseiplina militar 
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III. -Alistarse y servir en la guardia nacional, conforme a la ley orgá· 
nica respectiva, para asegu"ar y defender la indllpendencia, el territorio, 
el honor, los derechos e intereses de la patria, así como la tranquilidad y el 
orden interior; y 

IV.-Contribuir para los gastos públicos, así de la federación como 
del estado y municipio en que residan, de la manera proporcional y equitati­
va que dispongan las leyes. 

Art. 320.-Los mexicanos serán preferidos a los extranjeros en igual­
dad de circunstancias, para todos los empleos, cargos o comisiones de nom­
bramiento del gobierno, en que no sea indispensable la calidad de ciudada­
no. En tiempo de paz, ningún extranjero podrá servir en el ejército ni en las 
fuerzas de policía o seguridad pública. 

SECCION III . 

De los extranjeros. 

Art. 330. -Son extranjeros los que no posean las calidades determi 
nadas en el artículo 300. Tienen derecho a las garantías que otorga la Sec­
ción 1, título primero, de la presente Constitución; pero el Ejecutivo de la 
Unión tendrá la facultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacio­
nal inmediatamente y sin necesidad de juicio previo, a todo extranjero cuya 
permanencia juzgue inconveniente. 

Las determinaciones que el Ejecutivo dictare en uso de esa facultad. 
no tendrán recurso alguno. 

Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscuirse en los asun­
tos políticos del país. Tampoco podrán adquirir en él bienes raices, si no ma· 
nifiestan antes, ante la Secretaría de Relaciones, que renuncian su calidad 
de extranjeros y a la protección de sus gobiernos en t<ldo lo que a dichos bie­
nes se refiere, quedando enteramente sujetos respecto de ellos a las leyes y 
autoridades de la nación. 

SECCION IV. 

De los ciudadanos mexicanos. 

Art. 340.-Son ciudadanos de la República todos los que teniendo la 
calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos: 

l.-Haber cumplido diez y ocho años siendo casados, o veintiuno si 
no lo son, y 

n.-Tener un modo honesto de vivir. 
Art. 350.-Son prerrogativas del ciudadano: 
1. -Votar en las elecciones populares; 
n.-Poder ser votado por todos los cargos de elección popular y 

nombrado para cualquier otro empleo o comisión tenientln las caliñarles que 
la ley establezca; 
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In. -Asociarse para tratar los asuntos políticos del país; 
IV .-Tomar las armas en el ejército o guardia nacional, para la de­

fensa de la República y de sus instituciones, en los términos que prescriben 
las leyes; y 

V.-Ejercer en toda clase de negocios el derecho de petición. 

Art. 360. -Son obligaciones del ciudadano de la República: 

1. -Inscribirse en el catastro de la municipalidad, manifestando la 
propie<;lad que tiene, la industria, profesión o trabajo de que s.ubsista, así 
como también inscribirse en los padrones electorales, en los térmmos que de­
terminen las leyes; 

H.-Alistarse en la guardia nacional, 
In. -Votar en las elecciones populares en el distrito electoral que co­

rresponda; 
IV.-Desempeñar los cargos de elección popular de la federación y de 

los estados, que en ningún caso serán gratuitos; y 
V.-Desempeñar los cargos concejiles del municipio donde resida, las 

funciones electorales y las de jurado. 

Art. 370.-La calidad de ciudadano mexicano se pierde: 

l.-Por naturalización en país extranjero; y 
n.-por servir oficialmente al gobierno de otro país o admitir de él 

condecoracíones, títulos o funciones, sin previa licencia del Congreso federal, 
exceptuando los títulos literarios, científicos y humanitarios que pueden 
aceptarse libremente. 

Art 380. -Los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se sus­
penden: 

l. -Por falta de cumplimiento, sin causa justificada, de cualquiera de 
las obligaciones que impone el artículo 360. Esta suspensíón durará un año 
y se impondrá, además de las otras penas que por el mismo hecho señalare 
la ley; 

H. -Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca 
pena corporal o alternativa de pecuniaria o corporal, a contar desde la fecha 
del auto de formal prisión; 

JII. -Durante la extinción de Una pena corporal; 
IV. -Por vagancia o ebriedad consuetudinaria, declarada en los térmi­

nos que prevengan las leyes; 
V.-Por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la orden de 

aprehensión hasta que prescriba la acción penal, y 
VI. -Por sentencia ejecutoria que imponga como pena esa suspensión 
La ley fijará los casos en que se pierden o suspenden los derechos <.le 

ciudadano, y la manera de hacer la rehabilitación. 
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TITULO SEGUNDO. 

SECCION 1. 

De la soberanía nacional y de la forma de gobierno. 

Art. 390.-La soberanía nacional reside esencial y originariamente en 
el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para su be­
neficio.. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o 
modificar la forma de su gobierno. 

Art. 400.-Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una repú­
blica representativa, democrática, federal, compuesta de estados libres y so­
beranos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una 
federación establecida según los principios de esta ley fundamental. 

Art. 410.-EI pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes de 
la Unión en los casos de su competencia, y por los estados en lo que toca 
a su régimen interior, en los términos respectivamente establecidos por esta 
Constitución Federal y las particulares de los estados, las que en ningún ca­
so podrán contravenír a las estipulaciones del pacto federal. 

SECCION JI. 
De las partes integrantes de la federación y del territorio nacional. 

Art. 420.-EI territorio nacional comprende el de las partes integran­
tes de la federación, y además, el de las islas adyacentes en ambos mares. 

Art. 430. - Las partes integrantes de la federación son los 
estados de Aguascalientes, Campeche, Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, 
Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Michoacán, More­
los, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Si­
naloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, Zacate­
cas, Distrito Federal, Territorio de la Baja California y Territorio de Quin­
tana Roo. 

Art. 440 .-EI Distrito Federal se compondrá del territorio que actual­
mente tiene, más el de los distritos de Chalco, de Ameca, de Texcoco, de 
Otumba, de Zumpango, de Cuautitlán y la parte de Tlanepantla que queda en 
el valle de México, fijando el lindero en el Estado de México, sobre los ej~s 
geográficos de las crestas de las serranías del Monte Alto y del Monte Bajo. 

Art. 450.-Los estados y territorios de la federación conservarán la 
extensión y límites que hasta hoy han tenido, siempre que no haya dificul­
tad en cuanto a éstos, hecha excepción del Estado de México, del que se 
segregan los distritos que se aumentan al Distitro Federal. 

Art. 460.-Los estados que tuvieren pendientes cuestiones de límites, 
las arreglarán o solucionarán en los términos que establezca la Constitución. 

Art. 470.-El Estado de Nayarit tendrá la extensión territorial y lí­
mites que comprende ahora el Territorio de Tepic. 
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Art. 480.-Las islas adyacentes de ambos mares que pertenezcan al 
territorio nacional, dependerán directamente del gobierno de la federación. 

TITULO TERCERO. 

De la división de los poderes. 

Art. 490.-El supremo poder de la federación se divide, para su ejer­
cicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

N o podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o 
corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de 
facultades extraordinarias al Ejecutivo de la U ruón, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 290. 

SECCION I. 

El Poder Legislativo. 

Art. 500.-EI poder Legislativo de los Estados Unidos Mexicanos se 
deposita en un Congreso G€neral, que se dividirá en dos Cámaras, una de 
diputados y otra de senadores. 

PARRAFO PRIMERO. 

De la elección e instalación del Congreso. 

Al'!. 510. -La Cámara de Diputados se compondrá de representan­
tes de la nación, electos en su totalidad cada dos años, por los ciudadanos 
mexicanos. 

Art. 520. -Se elegirá un diputado propietario por cada cien mil ha­
bitantes o por una fracción que pase de treinta mil, teniendo en cuenta el cen­
so general del Distrito Federal y el de cada estado y territorio. La pobla­
ción del estado o territorio que fuere menor que la que se fija en este ar­
tículo, elegirá, sin embargo, un diputado propietario. 

Art. 530.-Por cada diputado propietario se nombrará un suplente. 
Art. 540.-La elección de diputados será directa y en los términos 

que disponga la ley electoral. 
Art. 550.-Para ser diputado, se requieren los siguientes requisitos: 
1. -Ser ciudadano mexicano en el ejercicio de sus derechos políticos, 

y saber leer y escribir. 
Il . -Tener veinticinco años cumplidos el día de la elección. 
IlI. -Ser originario del estado ° territorio en que se haga la elección 

o vecino de él, con residencia efectiva de más de seis meses anteriores a I~ 
fecha de ella. La vecindad no se pierde por ausencia en el desempeño de 
cargo público de elección popular. 
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IV.-No estar al servicio activo en el ejército federal, ni tener man­
do en la policía o gendarmería rural en el distrito donde se haga la elección, 
cuando menos sesenta días antes de ella. 

V . -N o ser secretario o subsecretario de estado ni magistrado de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, a menos que se separe de sus fun­
ciones sesenta días antes del dia de la elección. Los gobernadores de los es­
tados, sus secretarios, los magistrados y jueces federales o del estado, no po­
drán ser electos en los distritos de sus respectivas jurisdicciones, si no se se­
paran de sus cargos sesenta días antes del día de la elección; y 

VI.-No ser ministro de algún culto religioso. 
Art. 560.-La Cámara de Senadores se compondrá de dos miembros 

por cada estado y dos por el Distrito Federal, nombrados en elección directa. 
La legislatura de cada estado declarará electo al que hubiere obteni­

do la mayoría absoluta del total de los votos que debieron emitirse, confor­
me a los respectivos padrones electorales, y en caso de que ningún candida­
to hubiere obtenido dicha mayoria, elegirá entre los dos que tuvieren más 
votos. 

Art. 570.-Por cada senador propietario se elegirá un suplente. 
Art. 580.-La Cámara de Senadores se renovará por mitad cada dos 

años. 
Art. 590.-Para ser senador se requieren las mismas calidades que 

para ser diputado, excepto la de la edad, que será de treinta y cinco años 
cumplidos el día de la elección. 

Art. 600. -Cada Cámara calificará las elecciones de sus miembros y 
resolverá las dudas que hubiere de ellas. 

Su resolución será definitiva e inatacable. 
Art. 610.-Los diputados y senadores son inviolables por sus opinio­

nes manifestadas en el desempeño de sus cargos, y jamás podrán ser recon­
venidos por ellas. 

Art. 620.-Los diputados y senadores propietarios, durante el perio­
do de su encargo, no podrán desempeñar ninguna otra comisión o empleo 
de la federación o de los estados por el cual se disfrute sueldo, sin licencia 
previa de la Cámara respectiva; pero entonces cesarán en sus funciones re­
presentativas mientras dura la nueva ocupación. La misma regla se observa­
rá con los diputados y senadores suplentes cuando estuvieren en ej~rcicio. 
La infracción de esta disposición será castigada con la pérdida del carácter 
de diputado o senador. 

Art. 630.-Las Cámaras no pueden abrir sus sesiones ni ejercer su 
cargo sin la concurrencia, en la de senadores, de las dos terceras partes, y 
en la de diputados, de más de la mitad del número total de sus miembros; 
pero los presentes de una y otra deberán reunirse el día señalado por la ley 
y compeler a los ausentes a que concurran dentro de los treinta días siguien­
tes, con la advertencia de que, si no lo hicieren, se entenderá por este solo 
hecho que no aceptan su encargo, llamándose luego a los suplentes, los que 
deberán presentarse en un plazo igual, y si tampoco lo hicieren, se declarará 
vacante el puesto y se convocará a nuevas elecciones. 
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Se entiende también que los diputados o senadores que falten diez 
días consecutivos sin causa justificada o sin previa licencia del presidente 
de su respectiva Cámara, de la cual se dé conocimiento a ésta, renuncian a 
concurrir hasta el período inmediato, llamándose desde luego a los suplen­
tes. 

Si no hubiere quórum para instalar cualquiera de las Cámaras o para 
que ejerzan sus funciones una vez instaladas, se convocará inmediatamente 
a los suplentes para que se presenten a la mayor brevedad a desempeñar su 
encargo, entretanto transcurren los treinta dias de que antes se habla. 

Art. 640. -Los diputados y senadores que no concurran a una sesión 
sin causa justificada o sin permiso del presidente de la cámara respectiva, 
no tendrán derecho a la dieta correspondiente al día que faltaren. 

Art. 650.-El Congreso se reunirá el día primero de septiembre de 
cada año para celebrar sesiones ordinarias, en las cuales se ocupará de los 
asuntos siguientes: 

l.-Revisar la cuenta pública del año anterior, que será presentada a 
la Cámara de Diputados dentro de los diez primeros días de la apertura de 
sesiones. La revisión no se limitará a investigar si las cantidades gastadas 
están o no de acuerdo con las partidas respectivas del presupuesto, sino que 
se extenderá al examen de la exactitud y justificación de los gastos hechos 
y a las responsabilidades a que hubiere lugar. 

No podrá haber otras partidas secretas, fuera de las que se consideren 
necesarias con ese carácter en el mismo presupuesto; las que emplearán los 
secretarios, por acuerdo escrito del presidente de la República. 

II .-Examinar, discutir y aprobar el presupuesto del año fiscal si­
guiente, y decretar los impuestos necesarios para cubrirlos; y 

IH.-Estudiar, discutir y votar las iniciativas de ley que se presenta­
ren y resolver los demás asuntos que estuvieren pendientes. 

Art. 660.-El período de sesiones ordinarias durará el tiempo nece­
sario para tratar de todos los asuntos mencionados en el artículo anterior; 
pero no podrá prolongarse más que hasta el 31 de diciembre del mismo año. 
Si las dos Cámaras no estuvieren de acuerdo para poner término a las sesio­
nes antes de la fecha indicada, resolverá el presidente de la República. 

Art. 670.-El Congreso tendrá sesiones extraordinarias cada vez que 
el presidente de la República lo convoque para ese objeto; pero en tal caso, 
no podrá ocuparse más que del asunto o asuntos que el mismo presidente 
sometiere a su conocimiento, los cuales se expresarán en la convocatoria 
respectiva. El Ejecutivo puede convocar a una sola Cámara a sesiones ex­
traordinarias, cuando se trate de asunto exclusivo de ella. 

Art. 680.-Ambas Cámaras residirán en el mismo lugar y no podrán 
transladarse a otro sin que antes convengan en la translación y en el tiem­
po y modo de verificarla, designando un mismo punto para la reunión de 
ambas. Pero si conviniendo las dos en la translación, difieren en cuanto al 
tiempo, modo y lugar, el Ejecutivo terminará la diferencia eligiendo uno de 
los dos extremos en cuestión. Ninguna Cámara podrá suspender sus sesiones 
por más de tres días sin consentimiento de la otra. 
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Art. 690. -A la apertura de sesiones del Congreso, sean ordinarias o 
extraordinarias, asistirá el presidente de la República y presentará un in­
forme por escrito, en el primer caso, sobre el estado general. que guarde la 
administración pública del país, y en el segundo, para exponer al Congreso o 
a la Cámara de que se trate, las razones o causas que hicieron necesaria su 
convocación y el asunto o asuntos que ameriten una resolución perentoria. 

Art. 700.-Toda resolución del Congreso tendrá el caráter de ley o 
decreto. Las leyes y decretos se comunicarán al Ejecutivo firmados por los 
presidentes de ambas Cámaras y por un secretario de cada una de ellas, y 
se promulgarán en esta forma: "El Congreso de los Estados Unidos Mexi­
canos, decreta: (Texto de la ley o decreto)". 

PARRAFO SEGUNDO 

De la iniciativa y formación de las leyes. 

Art. 710.--iEI derecho de iniciar leyes o decretos compete: 
l.-Al presidente de la Unión. 
II. -A los diputados y senadores al Congreso General; y 
Ill. -A las legislaturas de los estados: 
Las iniciativas presentadas por el presidente de la República, por las 

legislaturas de los estados o por lao diputaciones de los mismos, pasarán des­
de luego a comisión. Las que presentaren los diputados o los senadores, se 
sujetarán a los trámites que designe el reglamento de debates. 

Art. 720.-Todo proyecto de ley o decreto cuya resolución no sea ex­
clusiva de alguna de las Cámaras, se discutirá sucesivamente en ambas, obser­
vándose el reglamento de debates sobre la forma, intervalos y modo de pro­
ceder en las discusiones y votaciones. 

A.-Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará para su 
discusión a la otra Cámara. Si ésta lo aprobare, se remitirá al Ejecutivo, 
quien, si no tuviere observaciones que hacer, lo publicará inmediatamente. 

B. -Se reputará aprobado por el poder Ejecutivo, todo proyecto no 
devuelto con observaciones a la Cámara de su origen, dentro de diez días 
útiles; a no ser que, corriendo este término, hubiere el Congreso cerrado o 
suspendidos sus sesiones, en cuyo caso la devolución deberá hacerse el primer 
día útil en que estuviere reunido. 

C. -El proyecto de ley o decreto desechado en todo o en parte por el 
Ejecutivo, deberá ser devuelto con sus observaciones a la Cámara de su ori­
gen. Deberá ser discutido de nuevo por ésta, y si fuere confirmado por las 
dos terceras partes del número total de votos, pasará otra vez a la Cámara 
revisora. Si por ésta fuere sancionado por la misma mayoría, el proyecto es 
ley o decreto y volverá al Ejecutivo para su promulgación. 

Las votaciones de ley o decreto serán nominales. 
D. -Si algún proyecto de ley o decreto fuere desechado en su totalidad 

por la Cámara de revisión, volverá a la de su origen con las observacione~ 
que aquélla le hubiere hecho. Si examinado de nuevo fuere aprobado por 
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la mayoría absoluta de los miembros presentes, volverá a la Cámara que lo 
desechó, la mal lo tomará otra vez en consideración, y si lo aprobare por 
la misma mayoría, pasará al Ejecutivo para los efectos de la fracción A; 
pero si lo reprobase, no podrá volver a presentarse en el mismo período de 
sesiones. 

E. -Si un proyecto de ley o decreto fuere sólo desechado en parte o 
modificado o adicionado por la Cámara revisora, la nueva discusión en la 
Cámara de su origen versará únicamente sobre lo desechado o sobre las re­
formas o adiciones, sin poderse alterar en manera alguna los artículos apro­
bados. Si las adiciones o reformas hechas por la Cámara revisora fue~n 
aprobadas por la mayoría absoluta de los votos presentes en la Cámara de 
su orígen, se pasará todo el proyecto al Ejecutivo, para los efectos de la frac­
ción A. Pero si las adiciones o reformas hechas por la Cámara revisora fue­
ren desechadas por mayoría de votos en la Cámara de su origen, volverán a 
aquélla para que tome en consideración las razones de ésta y si por mayoría 
absoluta de los votos presentes se desechare en esta segunda revisión dichas 
adiciones y reformas, el proyecto, en lo que haya sido aprobado por ambas 
Cámaras, se pasará al Ejecutivo para los efectos de la fracción A; mas si 
la Cámara revisora insistiere, por la mayoría absoluta de votos presentes, en 
dichas adiciones y reformas, todo el proyecto no podrá volver a presentarse 
sino hasta el siguiente período de sesiones, a no ser que ambas Cámaras acuer­
den, por la mayoría absoluta de sus miembros presentes, que se expida la ley 
o decreto sólo con los artículos aprobados y que se reserven los adicionados 
para su examen y votación en las sesiones siguientes. 

F.-En la interpretación, reforma o derogación de las leyes o decre­
tos, se observarán los mismos trámite3 establecidos para su formación. 

G . -Todo proyecto de ley o decreto que fuere desechado en la Cáma­
ra de su origen, no podrá volver a presentarse en las sesiones del año. 

H.-La formación de las leyes y los decretos puede comenzar indis­
tintamente en cualquiera de las dos Cámaras, con excepción de los proyectos 
que versaren sobre empréstitos, contribuciones o impuestos, o sobre recluta­
miento de tropas, todos los cuales deberán discutirse primero en la Cáma­
ra de Diputados. 

l.-Cuando se presentare en una Cámara una iniciativa de ley o de­
creto, preferentemente se discutirá primero en ésta, a menos que hubiese 
transcurrido un mes desde que se pasó a la comisión dictaminadora sin que 
haya presentado dictamen, pues en tal caso, el mismo proyecto de ley o decre­
to puede presentarse y discutirse en la otra Cámara. 

J.-El Ejecutivo de la Unión no puede hacer observaciones a las re­
soluciones del Congreso o de alguno de las Cámaras, cuando ejerza funcio­
nes de cuerpo electoral o de jurado, Jo mismo que cuando la Cámara de Di­
putados declare que debe acusarse a uno de los altos funcionarios de la fe­
deración por delitos oficiales. 
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PARRAFO TERCERO 

De las facultades del Congreso. 

Art. 730. -El Congreso tiene facultad: 
1. -Para admitir nuevos estados o territorios a la Unión Federal. 
H.-Para erigir los territorios en estados, cuando tengan una pobla-

ción de ochenta mil habitantes y los elementos necesarios para proveer a su 
existencia política. 

IH.-Para formar nuevos estados dentro de los límites de los exis­
tentes, siendo necesario al efecto: 

10. -Que la fracción o fracciones que pidan erigirse en estados, cuen­
ten con una población de ciento veinte mil habitantes por los menos. 

20. -Que se compruebe ante el Congreso que tiene los elementos bas­
tantes para proveer a su existencia política. 

30.-Que sean oídas las legislaturas de los estados de cuyo territorio 
se trate, sobre la conveniencia o inconveniencia de la erección del nuevo es­
tado, quedando obligadas a dar su informe dentro .de seis meses, contados 
desde el día en que se les remita la comunicación relativa. 

40. -Que igualmente se oiga al Ejecutivo de la federación, el cual en­
viará su informe dentro de siete días, contados desde la fecha en que le sea 
pedido. 

50. -Que sea votada la erección del nuevo estado por dos tercios de 
los diputados o senadores presentes en sus respectivas Cámaras. 

60. -Que la resolución del Congreso sea rectificada por la mayoría 
de las legislaturas de los estados, con vista de la copia del expediente, siem­
pre que hayan dado su consentimiento las legislaturas de los estados de cu­
yo territorio se trate. 

70.-Si las legislaturas de los estados de cuyo territorio se trate no hu­
bieren dado su consentimiento, la ratificación de que habla la fracción ante­
rior deberá ser hecha por los dos tercios de las legislaturas de los demás 
estados. 

IV. -Para arreglar definitivamente los límites de los estados, deter­
minando las diferencias que entre eIJos se susciten sobre demarcaciones de 
sus respectivos territorios, menos cuando esas diferencias tengan un carác­
ter contencioso. 

V.-Para cambiar la residencia de los Supremos Poderes de la fede 
ración. 

VI.-Para legislar en todo lo relativo al Distrito Federal y territorios, 
debiendo someterse a las bases siguientes: 

la.-El Distrito Federal y los territorios se dividirán en municipali­
dades, cada una de las que tendrá la extensión territorial y número de ha­
bitantes suficiente para poder subsistir con sus propios recursos y contri­
buir a los gastos comunes. 
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2a .-Cada municipalidad estará a cargo de un ayuntamiento de elec­
ción popular, directa, hecha excepción de la municipalidad de México, la 
que estará a cargo del número de comisionados que determine la ley. 

3a.-El gobierno del Distrito Federal y el de cada uno de los territo· 
rios, estará a cargo de un gobernador, que dependerá directamente del Pre­
sidente de la República. El gobernador del Distrito Federal acordará COn el 
presidente de la República y el de cada territorio, por el conducto que de­
termine la ley. Tanto el gobernador del Distrito Federal como el de cada te­
rritorio y los comisionados a cuyo cargo esté la administración de la ciudad 
de México, serán nombrados y removidos libremente pOI' el presidente de la 
República. 

4a.-Los magistrados y los jueces de primera instancia del Distrito 
Federal y los de los territorios, serán nombrados por el Congreso de la Unión 
en los mismos términos que los magistrados de la Suprema Corte y tendrán, 
los primeros, el mismo fuero que éstos. 

Las faltas temporales y absolutas de los magistrados se substituirán 
por nombramientos del Congreso de la Unión y, en sus recesos, por nombra­
mientos provisionales de la comisión permanente. La ley orgánica determi­
nará la manera de suplir las faltas temporales de los jueces y la autoridad 
ante la que se les exigirán las responsabilidades en que incurran. 

5a .-El ministerio público en el Distrito Federal y en los territorios, 
estará a cargo de un procurador general que residirá en la ciudad de Méxi­
co, y del número de agentes que determine la ley, dependiendo dicho funcio­
nario directamente del presidente de la República, el que lo nombrará y re~ 
moverá libremente. 

VII. -Para imponer las contribuciones necesarias para cubrir el pre­
supuesto. 

VIII. -Para dar bases bajo las cuales el Ejecutivo pueda celebrar em­
préstitos sobre el crédito de la nación, para aprobar esos mismos emprésti­
t.os y para reconocer y mandar pagar la deuda nacional. 

IX.-Para expedir aranceles sobre el comercio extranjero, y para im~ 
pedir que en el comercio de estado a estado se establezcan restricciones. 

X. -Para legislar en toda la República sobre minería. comercio, insti­
tuciones de crédito y trabajo. 

XI.-Para crear y suprimir empleos públicos de la federación; seña­
lar, aumentar y disminuir sus dotaciones. 

XII. -Para declarar la guerr." en vista de los datos que le presente 
el Ejecutivo. 

XIII. -Para reglamentar el modo en qtle deban expedirse las paten­
tes de corso; para dictar leyes según las cuales deban declararse buenas o 
malas las presas de mar y tierra, y para expedir las relativas al derecho ma­
rítimo de paz y guerra. 

XIV.-Para levantar y sostener el ejército y la armada de la Unión y 
para reglamentar HU organización y servicio. 

XV -Para da)' reglamentos con el obj(·tu de organizar, armar v dis­
ciplinar la v;uardia nacional, reserv'¡ndose a los ciurl:ldanos que la fornlan. el 
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nombramiento respectivo de jefes y oficiales, y a los estados la facultad de 
instruirla conforme a la disciplina prescrita por dichos reglamentos. 

XVI.-Para dictar leyes sobre ciudadanía, naturalización, coloniza­
ción, emigración e inmigración y salubridad general de la República. 

XVII. -Para dictar leyes sobre vias generales de comunicación y so­
bre postas y correos; para definir, determinar cuáles son las aguas de juris­
dicción federal y expedir leyes sobre el uso y aprovechamiento de las mis· 
mas. 

XVIII.-Para establecer casas de moneda, fijar las condiciones que 
ésta debe tener, determinar el valor de la extranjera y adoptar un sistema 
general de pesas y medidas. 

XIX.-Para fijar las reglas a que debe sujetarse la ocupación y ena­
jenación de terrenos baldíos y el precio de éstos. 

XX.-Para expedir las leyes de organización del cuerpo diplomático 
y del cuerpo consular mexicano. 

XXI.-Para definir los delitos y faltas contra la federación y fijar los 
castigos que por ellos deban imponerse. 

XXII.-Para conceder amnistías por delitos cuyo conocimiento perte­
nezca a los tribunales de la federación. 

XXIII. -Para formar su reglamento interior y tomar las providen­
cias necesarias para hacer concurrir a los diputados ausentes y corregir las 
faltas u omisiones de los presentes. 

XXIV.-Para expedir la ley orgánica de la contaduría mayor. 
XXV. -Para constituirse en colegio electoral y nombrar a los magis­

trados de la Suprema Corte de Justicia de la nación, los magistrados y jue­
ces del Distrito Federal y territorios. 

XXVI.-Para aceptar las renun~ias de los magistrados de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, y de los magistrados y jue:ces del Distrito 
Federal y territorios, y nombrar los substitutos de dichos funcionarios en 
sus faltas temporales o absolutas. 

XXVII.-Para establecer escuelas profesionales, de investigación cien­
tífica, de bellas artes, de enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricul­
tura, de artes y oficios, museos, bibliotecas, observatorios y demás institutos 
concernientes a la cultura superior general de los habitantes de la Repúbli­
ca, entretanto dichos establecimientos pueden sostenerse por la iniciativa de 
los particulares. 

Los títulos que se expidan por los establecimientos de que se trata, sur­
tirán sus efectos en toda la República. 

XXVIII.-Para constituirse en colegio electoral y elegir al ciudada­
no que debe substituir al presidente de la República en caso de falta absolu­
ta de éste, así como para designar un presidente interino cuando la falta del 
presidente constitucional fuere temporal, o no se presentare a hacerse car­
go de su puesto, o la elección no estuviere hecha el primero de oiciembre en 
que debe tomar posesión de dicho cargo. 

XXIX. -Para aceptar la renuncia del cargo de presidente de la Repú­
blica. 
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XXX.-Para examinar la cuenta que anualmel)te debe presentarle el 
poder Ejecutivo, debiendo comprender dicho examen no sólo la conformidad 
de las partidas gastadas por el presupuesto de egresos, sino también la 
exactitud y justificación de tales partidas. 

XXXI. -Para expedir las leyes que sean necesarias y propias para 
hacer efectivas las facultades, antecedentes y todas las otras concedidas por 
esta Constitución a los poderes de la Unión. 

Art. 740.-Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados: 

l.-Erigirse en colegio electoral para ejercer las facultades que la ley 
le señale respecto a la elección de presidente de la República. 

H . -Vigilar, por medio de una comisión inspectora de su seno, el exac­
to desempeño de las funciones de la contaduria mayor. 

IH.-Nombrar a los jefes y demás empleados de la misma. 
IV. -Aprobar el presupuesto anual de gastos, e iniciar las contribu­

ciones, que a su juicio deban decretarse para cubrir aquél. 
V . -Tomar conocimiento de las acusaciones que se hagan a los fun­

cionarios públicos de que habla esta Constitución, por delitos oficiales, y en 
su caso, formular acusación ante la Cámara de Senadores, y erigirse en gran 
jurado para declarar si hay o no lugar a proceder contra alguno de los fun­
cionarios públicos que gozan de fuero constitucional cuando sean acusados 
por delitos del orden común. 

Vl.-Las demás que le confiere expresamente esta Constitución. 
Art. 75o.-La Cámara de Diputados, al aprobar el presupuesto de 

egresos, no podrá dejar de señalar la retribución que corresponda a un em­
pleo que estuviere establecido por la ley; y en caso de que por cualquiera 
circunstancia se omitiere fijar la remuneración, se entenderá por señalada 
la que hubiere tenido fijada en el presupuesto anterior o en la ley que esta­
bleció el empleo. 

Art. 760. -Son facultades exclusivas del senado: 

l.-Aprobar los tratados y convenciones diplomáticas que celebre el 
Ejecutivo con las potencias extranjeras. 

H.-Ratificar los nombramientos que el presidente de la República ha­
ga de ministros, agentes diplomáticos, cónsules generales, empleados supe­
riores de hacienda, coroneles y demás jefes superiores del ejército y armada 
nacional, en los términos que la ley disponga. 

III.-Autorizar al Ejecutivo para que pueda permitir la salida de tro­
pas nacionales fuera de los límites de la república, el paso de tropas extran, 
jeras pa ra el territorio nacional y la estación de escuadras de otra poten­
cia, por más de un mes, en las aguas de la República. 

IV.-Dar su consentimiento para que el Ejecutivo pueda disponer de la 
guardia nacional, fuera de sus respectivos estados o territorios, fijando la 
fuerza necesaria. 
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v . -Declarar, cuando hayan desaparecido los poderes constitucionales 
Legislativo y Ejecutivo de un estado, que es llegado el caso de nombrarle 
un gobernador provisional, quien convocará a elecciones, conforme a las le­
yes constitucionales del mismo. El nombramiento de gobernador se hará por 
el Ejecutivo Federal, con aprobación del senado, y en sus receso con la de 
la comisión permanente. Dicho funcionario no podrá ser electo gobernadol' 
constitucional en las elecciones que se verifiquen en virtud de la convocato­
ria que él expidiere. 

Vl.-Erigirse en gran jurado para conocer los delitos oficiales de los 
funcionarios que expresamente designa esta Constitución. 

VII. -Las demás que la misma Constitución le atribuya. 

Art. 770. -Cada una de las Cámaras puede, sin la intervención de la 
otra: 

l.-Dictar resoluciones económicas relativas a su régimen interior. 
II .-Comunicarse ent.re sí y con el Ejecutivo de la Unión pOI' medio de 

comisiones de su seno. 
III. -Nombrar los empleados de su secretaria y hacer el reglamento in­

terior de la misma. 
IV.-Expedir convocatoria para elecciones extraordinarias, con el 

fin de cubrir las vacantes de sus respectivos miembros. 

PARRAFO CUARTO 

De la comisión permanente 

Art. 780.-Durante el receso del Congreso, habrá una comisión pero 
manente compuesta de veintinueve miemhros, de los que quince serán diputa­
dos y catorce senadores, nombrados por sus respectivas cámaras la víspera 
de la clausura de las sesiones. 

Art. 790.-La comisión permanente, además de las atribuciones que 
expresamente le confiere esta Constitución, tendrá las siguientes: 

l.-Protestar su !Consentimiento para el uso de la guardia nacional en 
los casos de que habla el artículo 760., fracción IV. 

n.-Recibir en su caso la protesta al presidente de la república, a los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a los magistrados 
del Distrito Federal y a 108 de los territorios, si éstos se encontraren en la 
ciudad de México. 

III.-Dictaminar sobre todos los asuntos que queden sin resolución en 
los expedientes. a fin de que en el inmediato período de sesiones sigan tra­
mitándose. 
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SECCION II 

Del Poder Ejecutivo, 

Art. 800.-Se deposita el ejercicio del supremo poder Ejecutivo de la 
Unión, en un solo individuo, que se denominará "presidente de los Estados 
U nidos Mexicanos". 

Art. 810.-La elección del presidente será directa y en los términos 
~ue disponga la ley electoral. 

A,'t. 820. -Para ser presidente se requiere: 
l.-Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno goce de sus de· 

rechos políticos, e hijo de padres mexicanos por nacimiento. 
II.-Tener treinta y cinco años cumplidos al tiempo de la elección. 
lIT. -Haber residido en el país durante todo el año anterior al de la 

elección. 
IV. -N o pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de algún 

culto. 
V.-No estar en servicio activo, en caso de pertenecer al ejército, dos 

meses antes del día de la elección. 
VI.-No ser secretario ° subsecretario de estado, a menos que se se 

pare de su puesto sesenta días antes de la elección. 

Art. 830. -El presidente entrará a ejercer su encargo el primero de 
diciembre, durará en él cuatro años, y nunca podrá ser reelecto. 

El ciudadano que substituyere al presidente constitucional en caso de 
["Ita absoluta de éste, no podrá ser electo presidente para el período inme· 
di"to 

Tampoeo podrá ser electo presidente en el periodo inmediato, el ciu 
riada no que fuere nombrado presidente interino en las faltas temporales del 
presidente constitucional, si estuviere en funciones en los sesenta días ano 
teriores al día de las elecciones presidenciales. 

Art. 840. -En caso de falta absoluta del presidente de la república, 
si dicha falta tuviere lugar estando en sesiones el Congreso de la Unión, éste 
se constituirá inmediatamente en colegio electoral y, concurriendo cuando 
menos dos terceras partes del número total de sus miembros, nombrará en 
escl'Utino secreto y por mayoría absoluta de votos al ciudadano que deba 
substituirlo durante el tiempo que le faltare para cumplir su período. 

Si la falta del presidente de la república ocurriere no estando reunido 
el Congreso, la comisión permanente designará un presidente interino, el que 
durará en ejercicio del poder Ejecutivo hasta que el Congreso se reuna en 
el inmediato período de sesiones y haga la elección correspondiente, la que 
por1rá recaer en la persona designada como presidente interino. 
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Art. 850.-Si al comenzar un periodo constitucional se presentare el 
presidente electo, o la elección no estuviere hecha y declarada el primero de 
diciembre, cesará, sin embargo, el presidente cuyo periodo haya concluido, 
y se encargará desde luego del Poder Ejecutivo en calidad de presidente 
interino, el ciudadano que designare el Congreso de la Unión, o, en su falta, 
la comisión permanente. 

Cuando la falta del presidente fuere temporal, el Congreso de la Unión, 
si estuviere reunido, o, en su defecto, la Comisión Permanente, designará un 
presidente interino para que funcione durante el tiempo (¡ue dure dicha 
falta. 

Si la falta temporal se convirtiere en absoluta, se procederá como dis­
pone el articulo anterior. 

Art. 860.-EI cargo de presidente de la República sólo es renunciable 
per causa grave, que calificará el Congreso de la Unión, ante el que Se pre­
sentará la renuncia. 

Art. 870.-EI presidente, al tomar posesión de su cargo, prestará 
ante el Congreso de la Unión o ante la comisión permanente, en los rece­
sos de aquél, la siguiente protesta: "Protesto guardar y hacer guardar la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella 
emanen, y desempeñar leal y patrióticamente el cargo de presidente de la 
República que el pueblo me ha conferido, mirando en todo por el bien y 
prosperidad de la Unión". 

Art. 880.-EI presidente de la Repúbilca no Jlodrá ausentarse del 
territorio nacional, sin permiso del Congreso de la Unión. 

Art. 890.-Las facultades y obligaciones del presidente, son las ,j 
guientes: 

l.-Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la 
Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta nbservancia. 

H.-Nombrar y remover libremente a los secretarios del despacho, 
al procurador general de la República, al gobernador del Distrito Federal 
y a los gobernadores de los territorios, al procurador general de justicia del 
Distrito Federal y territorios, remover a los agentes diplomáticos y em 
pleados superiores de hacienda, y nombrar y remover libremente a los demás 
empleados de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no esté determina­
da de otro modo en la Constitución o en las leyes. 

HI.-Nombrar los ministros, agentes diplomáticos y cónsules genera­
les, con aprobación del Senado. 

IV.-Nombrar con aprobación del Senado, los coroneles y demás ofi­
ciales superiores del ejército, armada nacional y los empleados superiores de 
Hacienda. 

V.-Nombrar los demás oficiales del ejército y armada nacion/tl, con 
arreglo a las leyes. 
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VI.-Disponer de la fuerza armada permanente de mar y tierra pa­
ra la seguridad interior y defensa exterior de la federación. 

VII. -Disponer de la guardia nacional para los mismos objetos, en los 
términos que previene la fracción IV del artículo 760. 

Vln .-Declarar la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexica­
nos, previa ley del Congreso de la Unión. 

IX .-Conceder patentes de corso con sujeción a las bases fijadas por 
el Congreso. 

X. -Dirigir las negociaciones diplomáticas y celebrar tratados con las 
potencias extranjeras, sometiéndolos a la ratificación del Congreso Federal. 

XI.-Convocar al Congreso o alguna de las Cámaras a sesiones ex­
traordinarias cada vez que lo estimare conveniente. 

XII.-Facilitar al Poder Judicial los auxilios que necesite para el ejer­
cicio expedito de sus funciones. 

XIII. -Habilitar toda clase de puertos, establecer aduanas marítimas 
y fronterizas, y designar su ubicación. 

XIV. -Conceder, conforme a las leyes, indultos a los reos sentencia­
dos por delitos de la competencia de los tribunales federales y a los sentencia­
rlos por delitos del orden común en el Distrito Federal y territorios. 

XV. -Conceder privilegios exclusivos por tiempo limitado y con arre­
glo a la ley respectiva, a los descubridores, inventores o perfeccionadores de 
algún ramo de la industria. 

XVI. -Cuando la Cámara de Senadores no esté en sesiones, el presi­
dente de la República podrá hacer, provisionalmente, los nombramientos de 
que bablan las fracciones In y IV, a reserva de someterlos a la aprobación 
de dicba Cámara cuando esté reunida. 

XVII . -y las demás que le confiera expresamente esta Constitución. 

Art. 90o.-Para el despacho de los negocios del orden administrativo 
de la federación, habrá el número de secretarios que establezca el Congre­
so, por una ley, la que distribuirá los negocios que han de estar a cargo de 
cada secretaría. 

Art. 910.-Para ser secretario del despacho, se requiere: ser ciudada­
no mexicano por nacimiento, estar en ejercicio de sus derechos y tener vein­
ticinco años cumplidos. 

Art. 920 . -Todos los reglamentos, decretos y órdenes del presiden­
te, deberán ir firmados por el secretario del despacho encargado del ramo a 
que el asunto corresponde, y sin este requisito, no serán obedecidos, excep­
tuándose los dirigidos al gobierno del Distrito, que enviará directamente el 
presidente al gobernador. 

Art. 93.-Los secretarios del despacho, luego que esté abierto el pe­
ríodo de sesioms ordinarias, darán cuenta al Congreso, del estado de sus res­
pectivos ramos. Cualquiera de las Cámaras podrá citar a los secretarios de 
estado para que informen, cuando se discuta una ley o se estudie un ne­
gocio relativo a su secretaría. 
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SECCION III. 

Del Poder Judicial. 

Art. 940.-Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la federad"n 
en una corte suprema de justicia y en tribunalEs de circuito y de distrito. cu· 
yo número y atribuciones fijar" la ley. La Suprema Corte de .Justicia de la 
Nación, se compondrá de nueve ministros. y funcionr.rá siempre en tribunal 
pleno, siendo sus audiencias públicas, hecha excepción de los casos en que la 
moral o el interés público así lo exigieren debiendo verificar sus sesiones en 
los períodos y términos que determine la ley. 

Para que haya sesión de la corte se necesita que concurran, cuanon 
menos, la mitad más uno de sus miembros, y las resoluciones se tomarán por 
mayoría absoluta de votos. 

Cada uno de los miembros de l~ Suprema Corte de Just.icia de la Na­
ción durará en su cargo cuatro años a contar desde la fecha en que prestó 
la protesta, y no podrá ser removido durante ese tiempo. sin previo .iuicio 
de responsabilidad, en los términos que establece la Constitución. 

Art. 950.-Para ser electo ministro de la Suprema Corte de .Justicia 
de la Nación, se necesita: 

I. -Ser ciudadano mexicano por nacimiento. en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles. 

n.-Tener treinta y cinco años cumplidos en el momento de la elección. 
III .-Poseer título profesional de a bog-ado. experlirlo por autoridad o 

corporación legalmente facultada para ello. 
IV.-Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por un 

delito que merezca pena corporal de más de un año de prisión, a no ser 
que se trate de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que 
lastime seriamente la buena fama en el concepto público. 

V.-Haber residido en el país durante los últimos cinco años, salvo el 
caso de ausencia en servicio de la República. o por un tiempo menor de seis 
meses. 

Art. 960.-Los miembros de la Suprema Corte de ,Justicia de la Na­
clOn, serán nombrados por las Cámaras de diputados y senadores reunidas. 
celebrando sesiones de colegio electoral, siendo indispensable que concurran 
a aquéllas las dos terceras partes, cuando menos, del número total de dipu­
tados y senadores. La elección será en escrutinio secreto y por mayoría ab­
soluta de votos. 

Si no se obtuviere ésta en la primera votación. se repetirá entre los dos 
candidatos que húbieren obter.ido más vot.OS. T a elección se hará previa la 
discusión general de las candidaturas presentaclas. de las que se dará cono­
cimiento al Ejecutivo para que haga observaciones .1' proponga, si lo estima­
re conveniente, otros candidatos. La eleccinn rlehprñ hacerse entre los ("andi 
datos admitidos. 
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Art. 970.-Los magistrados de circuito y los jueces de distrito serán 
nombrados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tendrán los requi­
sitos que exija la ley, durarán cuatro años en el ejercicio de su cargo y no 
podrán ser removidos de éste sin previo juicio de responsabilidad, o por in­
capacidad para desempeñarlo, en los términos que establezca la misma ley. 

La Suprema Corte de Justicia podrá cambiar de lugar a los jueces de 
un distrito a otro, o fijando su residencia en otra población, según lo esti· 
me conveniente para el mejor servicio del público. Lo mismo podrá hacer 
tratándose de magistrados de circuito. 

Podrá también la Suprema Corte de Justicia de la Nación nombrar 
magistrados de circuito y jueces de distrito supernumerarios, que auxilien 
las labores de los tribunales o juzgados donde hubiere recargo de negocios, 
a fin de obtener que la administración de justicia sea pronta y expedita; y 
nombrará alguno o algunos de sus miembros o algún juez de distrito o ma­
gistrado de circuito, o designará uno o varios comisionados especiales, cuan­
do así lo juzgue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo federal o alguna de 
las Cámaras de la Unión o el gobernador de algún Estado, únicamente pa­
ra que averigue la conducta de algún juez o magistrado federal o algún he­
chos o hechos que constituyan la violación de una garantía individual, o la 
violación del voto público o algún otro delito castigado por la ley federal. 

Los tribunales de circuito y juzgados de distrito se distribuirán entre 
los ministros de la Suprema Corte, para que los visiten periódicamente, vigi­
len la conducta de los magistrados y jueces, reciban las quejas que hubie­
re contra ellos y ejerzan las demás atribuciones que señale la ley. 

La Suprema Corte de Justicia nombrará y removerá libremente a su 
secretario y demás empleados que fije la planta respectiva aprobada por la 
ley. Los magistrados de circuito y jueces de distrito nombrarán y remove­
rán también a sus respectivos secretarios y empleados. 

La Suprema Corte cada año designará a uno de sus miembros como 
presidente, el que podrá ser reelecto. 

Cada ministro de la Suprema Corte de Justicia, al entrar a ejercer su 
encargo, protestará ante el Congreso de la Unión, y en sus recesos ante la 
comisión permanente, en la siguiente forma: Presidente: "Protestáis des­
empeñar leal y patrióticamente el cargo de ministro de la Suprema Corte 
de Justicia de la N ación que se os ha conferido, y guardar y hacer guardar 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella 
dimanen, mirando en todo por el bien y prosperidad de la Unión?" Ministro: 
"Sí protesto". Presidente: "Si no lo hiciéreis así, la nación os lo demande". 

Los magistrados de circuito y los jueces de distrito protestarán ante 
la Suprema Corte o ante la autoridad que determine la ley. 

Art. 980.-Las faltas temporales de un minístro de la Suprema Cor­
te de Justicia de la Nación, que no excedieren de un mes, no se suplirán si 
aquélla tuviere quorum para sus sesiones; pero si no lo hubiere, el Congre­
so de la Unión o en su receso la Comisión permanente, nombrará un su­
plente por el tiempo que dure la falta 
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Si faltare un ministro por muerte, renuncia o incapacidad, el Con­
greso de la Unión hará nueva elección_ 

Si el Congreso no estuviere en sesiones, la comisión permanente hará 
un nombramiento provisional mientras se reúne aquél y hace la elección co­
rrespondiente . 

Art. 990.-El cargo de ministro de la Suprema Corte de Justicia de 
la N ación, sólo es renunciable por causa grave, calificada por el Congreso de 
la Unión, ante el que se presentará la renuncia. En los recesos de éste, 
la calificación se hará por la diputación permanente. 

Art. 1ooo.-Las licencias de los ministros, que no excedan de un mes, 
las otorgará la Suprema Corte de Justicia de la Nación; pero las que exce­
dieren de ese tiempo, las concederá la Cámara de Diputados, o, en su defec­
to, la comisión permanente. 

Art. 1010.-Los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los ma­
gistrados de circuito, los jueces de distrito y secretarios de aquélla y de 
éstos, no podrán, en ningún caso, aceptar ninguna comisión, encargo o em­
pleo de la federación o de los estados, por la que se disfrute sueldo. La in­
fracción de esta disposición será castigada con la pérdida del cargo. 

Art. 1020.-La ley organizará el ministerio público de la federación, 
cuyos funcionarios serán nombrados y removidos libremente por el Ejecuti­
vo, debiendo estar presididos por un procurador general, el que deberá te­
ner las mismas calidades requeridas para ser magistrado de la Suprema 
Corte. 

Estará a cargo del ministerio público de la federación, la persecución 
ante los tribunales, de todos los delitos de orden federal y, por 10 mismo, a él 
le corresponderá solicitar las órdenes de aprehensión contra los reos, buscar 
y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos, hacer que 
los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de jus· 
ticia sea pronta y expedita, pedir la aplicación de las penas, e intervenir en 
todos los negocios que la misma ley determine. 

El procurador general de la República intervendrá personalmente en 
todos los negocios que la federación fuere parte y en los casos de los minis­
tros, diplomáticos y cónsules generales y en aquellos que se suscitaren entre 
dos o más estados de la Unión, entre un estado y la federación, o entre los 
poderes de un mismo estado. En los demás casos en que deba intervenir el 
ministerio público de la federación, el procurador general podrá intervenir 
por sí o por medio de alguno de sus agentes. 

El procurador general de la República será el consejero juridico del 
gobierno, y tanto él como sus agentes, se someterán estrictamente a las dis­
posiciones de la ley, siendo responsables de toda falta u omisión o violación 
en que incurran con motivo de sus funciones. 
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Art. 1030. - Corresponde a los tribunales de la federación, conocer: 
l.-De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten 

sOÍlre cumplimiento y aplicación de leyes federales o con motivo de los tra­
tados celebrados con las potencias extranjeras; pero cuando dichas contro­
versias sólo afecten a intereses particulares, podrán conocer también de 
ellas, a elección del actor, los jueces y los estados, del Distrito Federal y te­
rritorios. Las sentencias de primera instancia serán apelables para ante el su­
perior inmediato del juez que conozca del asunto en primer grado. De las sen­
tencias que se dicten en segunda instancia podrá suplicarse para ante la Su­
prema Corte de Justicia de la N ación, preparándose, introduciéndose y sus­
tanciándose el recurso en los términos que determine la ley. 

n.-De toda las controvernias que versen sobre derecho marítimo 
IIl.-De aquéllas en que la federación fuere parte. 
IV.-De las que se susciten entre dos o más estados, o un estado y la 

federación. 
V.-De las que surjan entre un estado y uno o más ciudadanos de otro. 
VI.-De los casos concernientes a miembros del cuerpo diplomático y 

consular. 

Art. 1040.-Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la 
N ación, conocer de las controversias que se susciten entre dos o más estados, 
entre los poderes de un mismo estado con motivo de sus respectivas atri­
buciones o sobre la constitucionalidad de sus actos, y de los conflictos entre 
la federación y uno o más estados, así como aquéllas en que la federación 
fuere parte. 

Art. 1050.-Corresponde también a la Suprema Corte de Justicia diri­
mir las competencias que se susciten entre los tribunales de la federación, en­
tre éstos y los de los Estados o entre los de un estado y los de otro. 

Art. 1060.-Lo tribunales de la federación resolverán toda contro­
\'ersia que se suscite: 

l.-Por leyes o actos de cualquiera autoridad, que violen las garan­
tías individuales. 

n.-por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrin­
jan la soberanía de los estados. 

III .-Por las leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la 
esfera de la autoridad federal. 

Art. l07.-Todas las controversias de que habla el artículo anterior 
se seguirán a instancia de la parte agraviada, por medio de procedimientos 
y formas del orden juridico que determinará una ley, la que se ajustará a 
las bases siguientes: 

l.-La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos par­
ticulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre 
que verse la queja, sin hacer Una declaración general respecto de la ley o ac­
to que la motivare. 
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1I. -En los juicios civiles o penales, salvo los casos de la regla IX, el 
amparo sólo procederá contra las sentencias definitivas, respecto de las que 
no proceda ningún recurso ordinario por virtud del cual puedan ser modifi­
cadas o reformadas, siempre que la violación de la ley se someta en ellas, o 
que, cometida durante la secuela del procedimiento, se haya reclamado opor­
tunamente y protestado contra ella por negarse su separación, y que cuando 
se haya cometido en primera instancia, se haya alegado en la segunda por 
via de agravio. 

La Suprema Corte, no obstante esta regla, podrá suplir la deficiencia 
de la queja en un juicio penal, cuando encuentre que ha habido en contra del 
quejoso una violación manifiesta de una ley que no es la exactamente apli­
cable al caso, y que sólo por torpeza no se ha combatido debidamente la vio­
lación. 

IlI. -En los juicios civiles o penales sólo prosperará el amparo contra 
la violación de las leyes del procedimiento, cuando se afecten las partes sus· 
tanciales de él, y de manera que su infracción deje sin defensa al quejoso. 

IV. -Cuando el amparo se pida contra la sentencia definitiva en un 
juicio civil, sólo procederá, además del caso de la regla anterior, cuando, lle­
nándose los requisitos de la regla segunda, dicha sentencia sea contraria a 
la letra de la ley aplicable al caso o a su interpretación juridica, cuando com­
prenda personas, acciones, excepciones o cosas que no han sido objeto del 
juicio, o cuando no las comprenda todas por omisión o negativa expresa. 

V.-En los juicios penales, la ejecución de la sentencia definitiva con· 
tra la que se pida amparo, se suspenderá por la autoridad l1esponsable, a 
cuyo efecto el quejoso le comunicará, dentro del término que fije la ley y 
bajo la protesta de decir verdad, la interposición del recurso, acompañando 
dos copias, una para el expediente y la otra que se entregará a la parte con­
traria. 

VI.-En los juicios civiles, la ejecución de la sentencia definitiva sólo 
se suspenderá si el quejoso da fianza de pagar los daños y perjuicios que 
la suspensión ocasionare, a menos que la otra parte diera contrafianza pa­
ra asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban, si se con­
cediere el amparo y pagar los daños y perjuicios consiguientes. En este ca­
so, se anunciará la interposición del recurso, como indica la regla anterior. 

VIl.-Cuando se quiera pedir amparo contra una sentencia definitiva, 
se solicitará de la autoridad responsable copia certificada de las constancias 
que el quejoso señalare, la que se adicionará con las que indicare la otra 
parte, dando en ella la misma autoridad responsable, de una manera breve 
y clara, las razones que justifiquen el acto que se va a reclamar, de las que 
se dejará nota en los autos. 

VIll.-Cuando el amparo se pida contra una sentencia definitiva, se 
interpondrá directamente ante la Suprema Corte, presentándole el escrito 
con la copia de que se habla en la regla anterior o remitiéndolo por con­
ducto de la autoridad responsable o del juez de distrito del estado a que pero 
tenezca. La corte dictará sentencia sin más trámite ni diligencia que el es· 
crito en que se interponga el recurso, el que produzca la otra parte y el pro-
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curador general o el agente que al efecto designare, y sin comprender otra 
cuestión legal que la que la queja contenga. 

IX. -Cuando se trate de actos de autoridad distinta de la judi­
cial, o de actos de ésta ejecutada fuera de juicio o después de con­
cluído, o de actos en el juicio cuya ejecución sea de imposible repa­
ración o que afecten a personas extrañas al juicio, el amparo se 
pedirá ante el juez de distrito bajo cuya jurisdicción esté el lugar en que el 
acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, limitándose la tramitación 
al informe de la autoridad, a una audiencia para la cual se citará en el mis­
mo auto en que se mande pedir el informe y que se verificará a la mayor 
brevedad posible, recibiéndose en ella las pruebas que las partes interesa­
das ofrecieron y oyéndose los alegatos, que no podrán exceder de una hora 
para cada uno, y a la sentencia que se pronunciará en la misma audiencia. 
La sentencia causará ejecutoria si los interesados no ocurrieren a la Supre­
ma Corte dentro del término que fija la ley y de la manera que expresa la 
regla VIII. 

La violación de las garantías de los artículos 160., 190. Y 200., se re­
clamará ante el superior tribunal que la cometa o ante el juez de distrito 
en uno y otro caso a la corte contrala resolución que se dicte. 

Si el juez de distrito no residiere en el mismo lugar en que reside la 
autoridad responsable, la ley determinará el juez ante el que se ha de pre­
sentar el escrito de amparo, el que po:lrá suspender provisionalmente el ac­
to reclamado en los casos y términos que la misma ley establezca. 

X.-La autoridad responsable será consignada a la autoridad corres­
pondiente, cuando no suspenda el acto reclamado, debiendo hacerlo, y cuan­
do admita fianza que resultare ilusoria o insuficiente, siendo en estos dos 
últimos casos solidaria la responsabilidad penal y civil de la autoridad con 
el que ofreciere la fianza y el que la prestare. 

XL-Si después de concedido el amparo, la autoridad responsable in­
sistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia 
de la autoridad federal, será inmediatamente separada de su cargo y consig­
nada ante el juez de distrito que corresponda, para que la juzgue. 

XII.-Los alcaides y carceleros que no recibau copia autorizada del 
auto de formal prisión de un detenido, dentro de las setenta y dos horas que 
señala el artículo 190., contadas desde que aquél esté a disposición de su 
juez, deberán llamar la atención de éste sobre dicho particular, en el acto 
mismo de concluir el término, y si no reciben la constancia mencionada, 
dentro de las tres horas siguientes lo pondrán en libertad. 

Los infractores del artículo. citado y de esta disposición, serán consig 
nados inmediatamente a la autoridad competente. 

También será consignada la autoridad o agente de ella que, verifica­
da una aprehensión, no pusiere al detenido a la disposición de su juez, den· 
tro de las veinticuatro horas siguientes. 

Si la detención se verificare fuera del lugar en que resida el juez, al 
término mencionado se agregará el suficiente para recorrer la distancia que 
hubiere entre dicho lugar y en el que se verificó la detención. 
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TITUW CUARTO 

De la responsabilidad de los funcionarios públicos. 

Art. 1080.-Los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los 
magistrados de la Suprema Corte de Justicia dI! la Nación, los secretarios del 
despacho y el procurador general de la República, son responsables por los 
delitos comunes que cometan durante el tiempo de su encargo y por los de­
litos, faltas u omisiones en que incurran en el ejercicio de ese mismo cargo. 

Los gobernadores de los estados y los diputados a las legislaturas lo­
cales, son responsables por violaciones a la Constitución y leyes federales. 

El presidente de la República durante el tiempo de su encargo, sólo 
podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común. 

Art. 1090.-Si el delito fuere común, la Cámara de Diputados, erigi 
da en gran jurado, declarará por mayoria absoluta de votos del número to­
tal de miembros que la formen, si ha o no lugar a proceder contra el acu­
sado. 

En caso negativo, no habrá lugar a ningún procedimiento ulterior, 
pero tal declaración no será obstáculo para que la acusación continúe su cur­
so cuando el acusado haya dejado de tener fuero, pues la resolución de la 
Cámara no prejuzga absolutamente los fundamentos de la acusación. 

En caso afirmativo, el acusado, queda, por el mismo hecho, separado 
de su encargo y sujeto desde luego a la acción de los tribunales comunes, a 
menos que se trate del presidente de la República; pues en tal caso sólo ha­
brá lugar a acusarlo ante la Cámara de Senadores, como si se tratare de un 
delito oficial. 

Art. 1100.-No gozan de fuero constitucional los altos funcionarios 
de la federación, por los delitos oficiales, faltas u omisones en que incurran 
en el desempeño de algún empleo, cargo o comisión pública que hayan acep­
tado durante el período en que, conforme a la ley, se disfruta de aquel fue­
ro. Lo mismo sucederá respecto a los delitos comunes que cometan durante 
el desempeño de dicho empleo, cargo o comisión. Para que la causa pueda 
iniciarse cuando el alto funcionarío haya vuelto a ejercer sus funciones pro­
pias, deberá procederse con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior. 

Art. 1110.-De los delitos oficiales conocerá el Senado, erigido en 
gran jurado; pero no podrá abrir la averiguación correspondiente sin previa 
acusación de la Cámara de Diputados. 

Si la Cámara de Senadores declarare por mayoría de las dos terceras 
partes del total de sus miembros, que el acusado es culpable, después de oír­
lo y de practicar las diligencias que estime convenientes, éste quedará priva­
do de s;.¡ puesto por virtud de tal declaración, e inhabilitado para obtener 
otro por el término que determinare la ley. 

Cuando el mismo hecho tuviere señalada otra pena en la ley, el acu­
sado quedará a disposición de las autorídades comunes, para que lo juzguen 
y castiguen con arreglo a ella. 
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En los casos de este artículo y en los del anterior, las resoluciones 
del gran jurado y la declaración en su caso de la Cámara de Diputados, son 
inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la Cámara de Dipu­
tados los delitos comunes u oficiales de los altos funcionarios de la federa­
ción, y cuando la Cámara mencionada declare que ha lugar a acusar ante 
el Senado, nombrará una comisión de su seno para que sostenga ante éste la 
acusación de que se trate. 

Art. 1120.-Pronunciada una semtencia de respoIlJ!abilidad por deli­
tos oficiales, no puede concederse al reo la gracia del indulto. 

Art. 1130.-La responsabilidad por delitos y faltas oficiales, sólo po­
drá exigirse durante el período en que el funcionario ejerza su encargo y un 
año después. 

Art. 1140.-En demandas del orden civil no hay fuero ni inmunidad 
para ningún funcionario público. 

TITULO QUINTO. 

De los estados de la federación. 

Art. 1150.-Los estados adoptarán para su régimen interior, la for­
ma de gobierno republicano, representativo, popular; teniendo como base de 
su división territorial y de su organización política, el municipio libre, ad­
ministrado cada uno por ayuntamiento de elección directa y sin que haya 
autoridades intermedias entre éste y el gobierno del estado. 

El Ejecutivo federal y los gobernadores de los estados tendrán el 
mando de la fuerza pública de los municipios donde residieren habitual o 
transitoriamente. 

Los gobernadores constitucionales no podrán ser reelectos ni durar en 
BU encargo más de cuatro años. 

Son aplicables a los gobernadores substitutos o interinos, las prohibi. 
ciones del artículo 830. 

El número de representantes en las legislaturas de los estados será 
proporcional al de habitantes de una legislatura local, no podrá ser menor 
de siete diputados propietarios. 

En los estados, cada distrito electoral nombrara un diputado propie­
tario y un suplente. 

Sólo podrá ser gobernador constitucional de un estado, un ciudadano 
mexicano por nacimiento. 

Art. 1160. -Los estados pueden arreglar entre si, por convenios amis­
tosos, sus respectivos límites ; pera no se llevarán a efecto esos arreglos, sin 
la aprobación del Congreso de la Unión. 
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Art. U70.-Los estados no pueden, en ningún caso: 
1. -Celebrar alianza, tratado o coalición con otro estado, ni con po­

tencias extranjeras. 
1I.-Expedir patentes de corso ni de. represalias. 
III .-Acuñar moneda, emitir papel moneda, estampillas, ni papel se­

llado. 
IV.-Gravar el tránsito de personas o cosas que atraviesen su terri 

torio. 
V . -Prohibir ni gravar directa ni indirectamente la entrada a su te­

rritorio, ni la salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera. 
V1.-Gravar la circulación ni el consumo de efectos nacionales o ex­

tranjeros con impuestos o derechos cuya exención se efectúe por aduanas 
locales, requiera inspección o registro de bultos o exija documentación que 
acompañe la mercancía. 

VII. -Expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que 
importen diferencias de impuestos o requisitos, por razón de la procedencia 
de mercancías nacionales o extranjeras, ya sea que esta diferencia se esta­
blezca respecto de la producción similar de la localidad, o ya entre produc­
ciones semejantes de distinta procedencia. 

VIlI.-Emitir títulos de deuda pública, pagaderos en moneda extran­
jera, o fuera del territorio nacional; contratar directa o indirectamente 
préstamos con gobiernos extranjeros, o contraer obligaciones en favor de 
sociedades o particulares extranjeros, cuando hayan de expedirse títulos o 
bonos al portador o transmisibles por endoso. 

Art. U8.-Tampoco pueden, sin consentimiento del Congreso de la 
Unión: 

l.-Establecer derechos de tonelaje ni otro alguno de puertos, ni im­
poner contribuciones o derechos sobre importaciones o exportaciones. 

lI. -Tener, en ningún tiempo, tropa permanente ni buques de guerra. 
lII. -Hacer la guerra por sí a alguna potencia extranjera, exceptuán­

dose los casos de invasión y de peligro tan inminente, que no admita demo­
ra. En estos casos, darán cuenta inmediata al presidente de la República. 

Art. U90.-Cada estado tiene obligación de entregar, sin demora, los 
criminales de otro estado o del extranjero, a la autoridad que los reclame. 

En estos caoss, el auto del juez que mande cumplir la requisitoria de 
extradición será bastante para motivar la detención por un mes, si se tra­
tare de extradición entre los estados, y por dos meses cuando fuere interna­
cional. 

Art. 120.-Los gobernadores de los estados están obligados a publi­
car y hacer cumplir las leyes federales. 

Art. 1210.-En cada estado de la federación se dará entera fe y cré­
dito a los actos públicos, registros y procedimientos judiciales de todos los 
otros. El Congreso de la Unión, por medio de leyes generales, prescribirá 
la manera de probar dichos delitos, registros y procedimientos y al efecto de 
ellos, sujetándose a las bases siguientes: 
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J . --Las leyes de un estado sólo tendrán efecto en su propio territorio 
y, por consiguiente, no podrán ser obligatorias fuera de él. 

II. -Los bienes muebles e inmuebles se regirán por la ley del lugar 
de su ubicación. 

IIl.-Las sentencias pronunciadas por los tribunales de un estado so· 
bre derechos reales o bienes inmuebles nbicadús en otro estado, sólo tendrán 
fuerza ejecutoria en éste, cuando así lo dispongan las propias leyes. 

Las sentencias sobre derechos personales sólo serán ejecutadas en otro 
estado cuando la persona condenada se haya sometido expresamente o por 
razón de domicilio a la justicia que las pronunció. y siempre que haya sido 
citada personalmente para ocurrir al juicio. 

IV.-Los actos del estado civil ajustados a las leyes de un estado, ten­
drán validez en los otros. 

V.-Los títulos profesionales expedidos por las autoridades de un es· 
tado. con sujeciól1 a sus leyes, serán respetados en los otros. 

Art. 1220.-Los poderes de la Unión tienen el deber de proteger a 
los estados contra toda invasión o violencia exterior. En cada caso de su· 
blevación o trastorno interior, les prestarán igual protección, siempre que 
sean excitados por la legislatura del estado o por su Ejecutivo, si aquélla no 
estuviere reunida. 

TITULO SEXTO. 

Prevenciones generales. 

Art. 1230.-La8 facultades que no estén expresamente concedidas por 
esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a 10B 

estados. 

Art. 1240.-Ningún individuo podrá desempeñar a la vez dos cargos 
de la federación o uno de la federación y otro de un estado, de elección po· 
pular; pero el nomhrado puede elegir entre ambos el que quiera desempe. 
ñar. 

Art. 1250.-Ningún pago podrá hacerse, que no esté comprendido en 
el presupuesto o determinado por ley posterior. 

Art. 1260.-EI presidente de la. República, los individuos de la Supre. 
ma Corte de Justicia, los diputados, los senadores y demás funcionarios púo 
blicos de la federación, de nombramiento popular, reeibirán una compensa· 
CIOn por sus serViCIOS, que será determinada por la ley y pagada por el te· 
soro federal. Esta compensación no es renuno.iable, y la ley que la aumente 
o disminuya, no podrá tener efecto durante el período en que un funcionario 
ejerce el cargo. 
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Art. 1270.-Todo funcionario público, sin excepción alguna, antes de 
tomar posesión de su encargo prestará la protesta de guardar esta Cons­
titución y las leyes que de ella emanen. 

Art. 1280.-En tiempo de paz ninguna autoridad militar puede ejer 
cer más funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina mi­
litar. Solamente habrá comandancias militares fijas y permanentes en los 
castillos, fortalezas y almacenes que dependan inmediatamente del gobierno 
de la Unión, o en los campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera de las 
poblaciones, estableciere para la estación de tropas. 

Art. 1290.-Corresponde exclusivamente a los poderes federales ejer· 
ceren materias de culto religioso y di sci]}lina externa. la intervención que 
designen las leyes. 

El estado y la iglesia son independientes entre sÍ. 
El Congreso no puede dictar le yes estableciendo o prohihiendo reli­

gión alguna. 
El matrimonio es un contrato civil. Este V los demás actos del es­

tado civil de las personas, son de la e xdusiva competencia de los funciona­
rios y autoridades del orden civil en los términos prevenidos por las leyes, y 
tendrán la fuerza y validez que las mismas le atribuyen. 

La simple promesa de decir verdad y de cumplir las obligaciones que 
se contraen, sujeta al que la hace, en caso de que faltare a ella, a las penas 
que con tal motivo establece la ley. 

Art. 1300.-Es facultad privativa de la federación gravar las mero 
cancÍas que se importen o exporten, o que pasen de tránsito por el territo­
rio nacional, así como reglamentar en todo tiempo y aun prohibir por mo 
tivos de seguridad o de policía, la circulación en el interior de la república 
de toda clase de efectos, cualquiera que sea su procedencia; pero sin que la 
misma federación pueda establecer ni dictar en el distrito y territorios federa­
les Jos impuestos y leyes que expresan las fracciones VI y VIII del artícu­
lo 1170. 

TITULO SEPTIMO 

De las reformas a la Constitución 

Art. 1310.-La Dresente Constitución puede ser adicionada o refor­
mada. P ara que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la Consti­
tución, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos ter­
ceras partes de sus individuos presentes, acuerde la refonnas o adiciones, o 
que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de )os estados. 
El Congreso de la Unión hará el cómputo de los votos de las legislaturas y 
la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas. . 
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TITULO OCTAVO 

I le la inviolabilidad de la Constitución. 

Arl. 1::\io.-Esta Constitución no perderá su fuerza y vigor, aun 
cuando por alguna rebelión se interrrmpa su observancia. En caso de que 
por algún trastorno público se establezca un gobierno contrario a los princi­
pios que ella sanciona, tan luego como el pueblo recobre su libertad, se res­
tablecerá su observancia, y con arreglo a ella y a las leyes que en su virtud 
se hubieren expedido, serán juzgados, así los que hubieren figurado en 
el gobierno emanado de la rebelión, como los que hubieren cooperado a ésta. 

ARTICULOS TRANSITORIOS. 

Art. lo .-Esta Constitución se publicará desde luego y con la mayor 
solemni(bd se protestará guardarla y hacerla guardar en toda la República, 
pero con excepción de las disposiciones relativas a las elecciones de los su­
premos poderes federales y de los estados que desde luego entran en vigor, 
no comenzará a regir sino hasta el día primero de abril del año próximo de 
1917, en cuya fecha deberú instalarse solemnemente el Congreso Constitu­
cional y prestar la protesta de ley el ciudadano que resultare electo en las 
próximas elecciones para ejercer el cargo de presidente de la República. 

Art. 20. -El Enca¡·gado del Poder Ejecutivo de la Nación, inmedia­
tamente que se publique esta Constitución, convocará a elecciones de pode­
res federales, procurando que éstas S~ yerifiquen de tal manera, que el Con­
greso quede constituido en tiempo oportuno, a fin de que hecho el cómputo 
de los votos emitidos en las elecciones presidenciales, pueda declararse quién 
es la persona designada como presidente de la República, a efecto de que pue­
ela cumplirse lo dispuesto en el artículo anterior. 

Art. 30. -El próximo período constitueionnl comenzará a contarse pa­
ra los diputados y senadores desde el primero de septiembre próximo pasa­
do, y para el presidente de la República, desde esta fecha. 

ArL 40.-Los senadores que en las próximas elecciones llevaren el 
número p~r. sólo durarán dos años en el ejercicio de su encargo, para que 
la Cámarv de Senadores pueda removerse en lo sucesivo, por mitad cada dos 
años. 

Art 50.-EI Congreso de la Unión elegirá a los magistrados de la Su­
prema Corte de Justicia de la nación en el mes de abril de 1917, para que 
este <l!to cuerpo quede solemnemente instalado el primero de mayo del mis­
mo aiio. 

Art. e". -El Congreso de la Unión telldl"Ú un periodo extraordinal10 
de sesiones que comenz",·" el primero de abril de 1917, para expedir todas 

www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



, .. HISTORIA DE LA CO:-':'STITITCIQN DE Hll". 

las leyes que consultare el Poder Ejecutivo de la N ación, y además, la ley 
orgánica de los tribunales del DistritoFederal y territorios, a fin de que la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación haga inmediatamente los nombra­
mientos de magistrados de circuito y jueces de distrito del mismo Congreso 
de la Unión las elecciones de magistrados y jueces de primera instancia del 
Distrito Federal y territorios. Los magistrados de circuito y jueces del Dis­
trito Federal y territorios, deberán tomar posesión de su cargo antes del pri­
mero de julio de 1917, cesando entonces los que hubieren sido nombrados por 
el actual Encargado del Poder Ejecutivo de la Unión. 

Art. 70 .-Por esta vez, el cómputo de los votos para senadores se ha­
rá por la junta computadora del 1er. distrito electoral de cada estado o del 
Distrito Federal, que se formare para la computación de los votos de diputa. 
dos, expidiéndose por dicha junta a los senadores electos las credenciales co­
rrespondientes. 

Art. SO.-La Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá los 
amparos que estuvieren pendientes, sujetándose a las leyes actualmente en 
vigor. 

Art. 90. -Los que hubieren figurado en el gobierno emanado de la 
rebelión en contra del legítimo de la República o cooperado a ésta, o comba­
tido después con las armas en la mano, o sirviendo empleos o cargos de las 
facciones que han combatido al gobierno constitucionalista, serán juzgados 
por la~ leyes actualmente en vigor, siempre que no hubieren sido indultados 
por éste. 

Querétaro, lo. de diciembre de 1916. 
V. CARRANZA". 
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